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1.7 JUSTICIA, PRISIONES Y EXTRANJERÍA
1.7.1 Introducción
Este capítulo lo dedicamos a las materias relacionadas con el ámbito de la Administración de Justicia, 
junto a Prisiones y Extranjería, y también las quejas que afectan a la Seguridad Ciudadana, emergencias y 
asuntos de protección civil; es decir un compendio de temas que podrían englobarse en Política Interior.

La crisis y los conflictos que se generan a partir de la gravedad de la situación económica han provocado 
iniciativas y demandas incrementando la presión y las seculares cargas de trabajo en los órganos judiciales. 
La peculiaridad estriba en que el principal destino de estas reclamaciones son aquellos juzgados y órganos 
que, por su razón competencial, atienden asuntos especialmente vinculados a los escenarios de esta 
situación económica tan grave. 

Este es el escenario global que podemos describir, sin que se observen singulares novedades respecto 
de ejercicios anteriores. Hemos venido describiendo una situación de colapso en numerosos órganos 
judiciales que durante 2015 no han hecho sino agudizar su parálisis y dejar, aún más si cabe, en evidencia la 
falta de respuestas efectivas de superación de los graves problemas detectados, avisados, denunciados 
y carentes de correctivos apreciables hasta la fecha.

Si en 2014 desarrollamos una especial actuación en torno a los Juzgados de lo Social más conflictivos 
(demarcación de Sevilla), este ejercicio ha coincidido con una especial atención a la situación de los 
Juzgados de lo Mercantil en particular de Málaga y Sevilla, aunque su situación sería predicable de los 
demás órganos especializados que existen en las provincias andaluzas.

Aunque no es el lugar más adecuado para su análisis, no debemos dejar de reseñar la significativa 
producción legislativa que el año 2015 ha supuesto en esta materia. Baste señalar la modificación de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal (mediante Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley 1/2000, 
de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. y Ley Orgánica 13/2015, de 5 de octubre, de modificación 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal para el fortalecimiento de las garantías procesales y la 
regulación de las medidas de investigación tecnológica.  Así mismo, en aspectos de directa afección 
a la ciudadanía se ha aprobado la Ley 19/2015, de 13 de julio, de medidas de reforma administrativa 
en el ámbito de la Administración de Justicia y del Registro Civil, o por ejemplo ha visto la luz la 
anunciada Ley 15/2015, de 2 de julio, de la Jurisdicción Voluntaria. 

Pero sobre todo, sin ánimo de extendernos demasiado, 2015 ha sido el año de la aprobación del nuevo 
Código Penal mediante Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, por la que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal. 

Como vemos, una actividad que viene a coincidir con una convulsa y colapsada situación del aparato judicial 
que deberá acoger las singulares novedades que se proponen a lo largo de las disposiciones de estas 
novedades legislativas y que se han presentado como herramientas claves para superar la grave situación 
del funcionamiento de nuestra Justicia. Sólo podemos manifestar, de nuevo, nuestra esperanza de que se 
cumplan, al menos, una parte de los ambiciosos objetivos propuestos.

En las páginas que siguen se pueden conocer ejemplos manifiestos de estos problemas, al igual que la 
variedad de temas que han suscitado la intervención del Defensor del Pueblo Andaluz en los diversos 
aspectos que se tratan en el apartado dedicado a la Administración de Justicia. 

Por otra parte, este Capítulo recoge las actuaciones del Defensor del Pueblo Andaluz en materia de Prisiones. 

Nuestras intervenciones se dirigen fundamentalmente a dos supuestos. De un lado, incluimos las actuaciones 
que nacen de las peticiones o iniciativas de personas que se encuentran internas en centros penitenciarios 
y cuya especial sujeción a tal circunstancia condiciona de manera evidente el ejercicio de sus actividades. El 
papel que acomete el Defensor viene presidido por la perfecta titularidad de los derechos que ostenta una 
persona interna en prisión más allá de la circunstancia que sin duda dificulta o condiciona determinadas 
iniciativas pero que, en modo alguno, puede llegar a limitarlas o, sencillamente, a perder su efectivo acceso 
o disfrute. En este elenco de situaciones destacamos el derecho a la salud y el acceso efectivo a sus 
prestaciones sociales por parte de internos en prisión. Los problemas de reclusos o presos para poder 

http://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2015-10727
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2015-10727
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2015-10725
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2015-10725
http://www.boe.es/diario_boe/txt.php%3Fid%3DBOE-A-2015-10725
http://www.boe.es/boe/dias/2015/07/14/pdfs/BOE-A-2015-7851.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2015/07/14/pdfs/BOE-A-2015-7851.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2015/07/03/pdfs/BOE-A-2015-7391.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2015/03/31/pdfs/BOE-A-2015-3439.pdf
http://www.boe.es/boe/dias/2015/03/31/pdfs/BOE-A-2015-3439.pdf
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disponer de una consulta de una especialidad médica o disfrutar de prestaciones farmacéuticas reconocidas 
en el sistema nacional de salud son casos que han continuado llegando al Defensor del Pueblo Andaluz y 
ante los que hemos desplegado toda nuestra capacidad de respuesta y atención.

Por otro lado, dentro de esta materia de Prisiones, también acudimos en un segundo tipo de asuntos para 
propiciar o incentivar las respuestas de internos que en el ámbito de la normativa penitenciaria solicitan 
determinadas medidas de clasificación, traslados o de otra índole para facilitar su estancia en prisión. 
El Defensor del Pueblo Andaluz procura atender estas peticiones canalizando su tramitación y, a su vez, 
ofreciendo criterios de orientación y asesoramiento. 

El ejercicio de 2015 ha protagonizado la realización de un Informe Especial sobre las Unidades de 
Custodia Hospitalarias. Estas UCH son dependencias que existen en los hospitales del SAS para acoger 
los ingresos de pacientes que provienen de centros penitenciarios. El Informe ha ampliado su perspectiva 
inicial, porque junto a estos recintos especiales, han surgido los problemas que se presentan para atender 
a estos enfermos que residen en las prisiones. Hemos constatado severas lagunas en la asistencia 
sanitaria de estos enfermos. El principal origen de estas deficiencias es el modelo organizativo para realizar 
esta asistencia sanitaria. Un diseño duplicado en la asistencia sanitaria (Prisiones y el SAS) que termina 
provocando una ruptura en la atención integral del enfermo que deambula bajo dos sistemas sanitarios. 
Confiamos que este trabajo, y su tramitación parlamentaria, permita ayudar a analizar los problemas 
detectados y buscar las mejores soluciones entre todas las administraciones responsables.

Por último, se recogen en el Capítulo las quejas que se atienden en materia de protección civil y seguridad 
ciudadana, que se han ocupado de diversas cuestiones relacionadas con los servicios de extinción de 
incendios. Así mismo, y dado el marcado carácter electoral que ha tenido este año 2015, se han producido 
un sensible número de quejas relacionadas con estos procesos electorales.

1.7.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.7.2.1 Quejas relativas a la Administración de 
Justicia
1.7.2.1.2 Situaciones singulares: el colapso de la jurisdicción 
mercantil y social y problemas en los registros civiles
Uno de los escenarios judiciales más complejos que hemos elaborado en 2015 es la jurisdicción mercantil. 
Los indicios de graves problemas nos llegaban a partir de una pluralidad de quejas sobre graves retrasos 
en los juzgados de Málaga. Citaciones a dos años vista, e incluso más, para juicios sobre clausulas suelo, 
preferentes, litigios en relación con la actividad financiera, procesos concursales, quiebras, etc. Es decir 
pleitos muy recurrentes en la actual situación de resaca judicial de la grave crisis económica vivida.

Para investigar la situación de los dos juzgados mercantiles de la provincia de Málaga abrimos de oficio 
la queja 14/5196. Cuando analizamos todos los datos dictamos una  Resolución “para la creación de, al 
menos, dos nuevos Juzgados de lo Mercantil en Málaga” y para disponer de las necesidades de plantilla que 
estos órganos necesitaban.

De la respuesta ofrecida por la Consejería deducimos, por lo que respecta a la creación nuevos Juzgados 
de lo Mercantil que se aceptaba la medida, por más que resulte difícil olvidar que tales peticiones han sido 
sucesivamente desatendidas por el Gobierno de la Nación a quien compete la creación de tales órganos.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-unidades-de-custodia-hospitalarias-la-asistencia-sanitaria-especializada-para-las-personas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-unidades-de-custodia-hospitalarias-la-asistencia-sanitaria-especializada-para-las-personas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/ante-el-colapso-judicial-sugerimos-dos-nuevos-juzgados-de-lo-mercantil-en-malaga
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En cuanto a las medidas de aumento del personal destinado a estos órganos, nos comunican la “valoración 
positiva” de la Recomendación de ampliar los medios personales funcionariales conforme a los estudios de 
necesidades y cargas de trabajo de estos juzgados. Pero, de inmediato se nos anunciaban las restricciones 
de índole presupuestario que anticipan una escasa, por no decir nula, operatividad en la aplicación efectiva 
de esta Recomendación.

Subsidiariamente, hemos de destacar que la situación de los Juzgados de lo Mercantil —debido, muy 
probablemente a su singular gravedad— ha despertado una serie de reacciones más específicas y que han 
propiciado la elaboración de un “Protocolo de Estatuto de Tribunal de Primera Instancia de lo Mercantil” para 
la organización del trabajo de manera colegiada y la incorporación de dos puestos de Juez de Adscripción 
Territorial (JAT) y funcionariado que, confiemos, den el resultado final previsto.

También otras demarcaciones han sido objeto de nuestro análisis, en concreto los dos juzgados mercantiles 
de Sevilla queja 14/5756 y el de Cádiz queja 15/2783. Y tras su investigación coincidimos en aplicar las 
medidas de aprobar, previa petición autonómica, nuevos órganos a cargo del Gobierno de la Nación.

Finalmente, pudimos conocer la creación de sendos juzgados mercantiles en Málaga, Sevilla, Granada y Cádiz 
que podrían ponerse en funcionamiento a lo largo de 2016. Con ser una buena noticia, los indicadores de 
asuntos de entrada (399 por juzgado y año) están desbordados y superan en un 154% (el que menos) la 
capacidad de carga de trabajo de estos órganos. Ni siquiera añadiendo los nuevos juzgados se ajustarán los 
indicadores a los niveles recomendados. Seguiremos los efectos de estas medidas en próximos ejercicios.

También queremos detenernos brevemente en el relato de las actuaciones relacionadas con los juzgados de 
lo social. En ejercicios anteriores ya advertimos serios problemas en estos órganos judiciales, pero en 2015 
la situación se ha generalizado y, aún peor, se ha agravado con añadidos casos sobre retrasos y dilaciones.

Recordamos que en 2014 decidimos abrir una investigación de oficio con un enfoque general. Teníamos 
noticias de los problemas en juzgados concretos y habíamos sido informados de algunas medidas coyunturales 
de ayuda. Sin embargo, nuevas y reiteradas quejas, añadidos retrasos y una falta de reacción eficaz, han 
motivado que la reacción de la Institución debía ser otra, más acorde a la gravedad de la situación.

Esta investigación seguida de oficio en la queja 14/4340, tuvo como resultado una Resolución que concluía 
la necesidad de crear dos nuevos juzgados de lo social en Sevilla coincidiendo con la petición que había 
elaborado en su día el TSJA. 

La Consejería alegó la ausencia de competencia para determinar esa medida de creación de nuevos órganos, 
residenciada en el Gobierno de la Nación, y además justificaba el agotamiento de las plazas de refuerzo 
disponibles. Sí explicó, como alternativa, un programa especial de apoyo elaborado desde el decanato de 
los jueces de Sevilla con la incorporación de dos nuevas plazas de Jueces de Adscripción Territorial (JAT) y 
tres puestos de interinos más, con la esperanza de agilizar los datos de pendencia acumulados.

Después de analizar el resultado de algunas acciones paliativas anunciadas, las medidas de refuerzo no han 
logrado revertir los rendimientos de los Juzgados de lo Social de Sevilla, por lo que los problemas que se han 
descrito, sobre el servicio prestado a justiciables y profesionales de la Administración de Justicia, ofrecen 
un pronóstico de persistir y con una tendencia altamente probable de acentuarse en un futuro inmediato.

Afortunadamente, podemos al menos reseñar la creación de un nuevo juzgado de lo social para Sevilla 
(y para Algeciras y Málaga). Son buenas iniciativas que llevan años siendo reivindicadas desde todas las 
instancias con responsabilidad en la materia. No obstante, a la espera de analizar el resultado de esta 
esperada medida, debemos recordar que la sobrecarga de asuntos en cada Juzgado es de tal proporción 
que la aparición de un órgano nuevo afectará de manera muy limitada al reparto de las cargas de trabajo, 
sin olvidar las tasas de pendencia que reflejan una severa acumulación de asuntos sin resolver. 

En suma, no podemos anticipar mejoras sustanciales y con el impacto necesario para la entidad del 
problema que se pretende acometer. El orden social es un perfecto ejemplo de la insuficiencia del sistema 
judicial para atender los asuntos litigiosos que la sociedad genera dentro de unos niveles mínimos e 
imprescindibles de servicio.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/ante-el-colapso-judicial-sugerimos-tres-nuevos-juzgados-de-lo-mercantil-en-sevilla
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-la-creacion-de-nuevos-organos-judiciales-de-lo-mercantil-para-cadiz
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/resolucion-ante-la-situacion-de-los-juzgados-de-lo-social-de-sevilla
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Por último citamos como temas singulares los problemas en los Registros Civiles.

Y es que uno de los servicios más significativos de la Administración de Justicia es el que prestan los Registros 
Civiles, a los que los ciudadanos acuden para realizar gestiones frecuentes ligadas a una gran variedad de 
situaciones de la vida personal y familiar (inscripciones de nacimientos, defunciones, situaciones conyugales, 
etc.). Esos servicios por tanto son susceptibles de generar demandas frecuentes procurando obtener las 
respuestas que satisfagan las necesidades de estas personas interesadas.

Precisamente, una pluralidad de quejas referidas al funcionamiento de estos Registros motivó una investigación 
abierta de oficio en la queja 14/5629 para abordar con carácter general esta problemática. Efectivamente la 
Consejería de Justicia e Interior nos remitió un clarificador informe en el que daba cuenta de la organización, 
dotación funcionarial y cargas de trabajo de los órganos judiciales a lo que están adscritas las funciones 
de Registro Civil en Roquetas y El Ejido que eran motivo de análisis de la presente queja, añadiendo la 
información sobre Algeciras, que igualmente agradecíamos, y que completaba la visión general de estos 
servicios. Tras el informe, resultaba manifiesta la sobrecarga de asuntos que atienden estos órganos que 
lleva a duplicar las previsiones acordadas por el CGPJ y que definen las capacidades de servicio en función de 
las dotaciones de medios personales y materiales que también se asignan atendiendo a estas estimaciones. 
El informe de la Viceconsejería aludía a que “es notoria la sobrecarga de trabajo que soportan estos Juzgados” 
de El Ejido y Roquetas, o cita que “con carácter general cada Juzgado de Primera Instancia de Algeciras ingresa 
el doble de asuntos de los previstos según el módulo acordado por el CGPJ”.

El informe que resumimos aportaba también la valoración que expresa el TSJA en su Memoria de 2013 sobre 
las medidas correctivas que pudieran aplicarse a estas situaciones coincidentes y que se concretaban en “el 
necesario incremento de las plazas judiciales” para estos tres partidos de Algeciras, El Ejido y Roquetas del Mar.

Con todos estos datos, desde la Institución dirigimos Resolución en la que solicitamos un aumento de las 
plazas judiciales y además que “se estudiase la disposición de un programa de refuerzo de la atención horaria 
destinado a las oficinas de Registros Civiles especialmente afectadas por retrasos y cargas de trabajo y limitado 
al tiempo que permita la superación de estas puntas de congestión”.

Sin embargo, la respuesta que obtuvimos de la Consejería excusó una supuesta falta de competencias para 
disponer esa ordenación de jornada y horarios. Desde nuestro criterio esa atribución quedaba perfectamente 
atendida en base a la normativa vigente y que había propiciado en su día un plan de atención en horario 
de tarde fijado por Orden de 31 de Octubre de 2007. En todo caso, la propia Consejería entendía que este 
esfuerzo desplegado en su día no había logrado los objetivos pretendidos por lo que se dejó sin efecto.

En suma, este programa de refuerzo no fue atendido por más que recibimos el compromiso de estudiar 
medidas de refuerzo o proponer cambios de criterios de reparto en las funciones de los órganos judiciales 
que deben ser aprobadas por las juntas de jueces respectivas y de sus decanatos. Precisamente al hilo de 
posibles cambios se ha publicado la creación de un nuevo juzgado en Roquetas que podría favorecer un 
cierto alivio en el reparto de las cargas de trabajo y agilizar los servicios del Juzgado encargado del Registro 
Civil. Además, la Ley 19/2015 permite ya realizar las inscripciones de nacimientos y defunciones en los 
centros médicos, por lo que se espera una cierta reducción de la presión de servicios en esta Oficinas. 

1.7.2.1.3 Abogacía y asistencia jurídica gratuita
Si lo preguntáramos, una de las cuestiones que más clara tiene la ciudadanía en lo que concierne a la 
administración de justicia es que para acceder a ella es necesario disponer de abogado y procurador; es 
decir, que caso de que nos veamos obligados a pleitear para obtener una determinada pretensión, o, por el 
contrario, para oponernos a la que en nuestra contra se haya planteado, nuestras leyes procesales exigen, 
preceptivamente y con muy contadas excepciones, disponer de una dirección técnica desempeñada por 
profesionales de la abogacía en ejercicio y estar representado por un procurador. 

Dado que el adecuado ejercicio por parte de la ciudadanía del derecho de defensa y asistencia letrada 
está íntimamente conectado con el del libre acceso a la tutela judicial efectiva y sin indefensión, 
concerniendo, pues, a un derecho fundamental de protección constitucional, es razonable que la Defensoría 
del Pueblo, ante las quejas que tratan sobre el ejercicio de la actividad profesional de la abogacía, esté 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/solicitamos-un-regimen-de-horarios-para-atender-las-demandas-de-los-registros-civiles-de-el-ejido-y
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/colas-y-retrasos-proponemos-una-mejora-del-horario-de-atencion-en-el-registro-civil-de-roquetas
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legitimada para efectuar la consecuente intervención, aunque no se realice directamente frente al profesional 
cuestionado en la queja al constituir la de abogado y cliente una relación entre particulares, por lo que 
la discrepancia del segundo con la actuación profesional del primero no es materia cuya supervisión nos 
competa de manera directa, debiendo ser la corporación colegial la que ejerza la competencia derivada 
de la responsabilidad disciplinaria a la que está sometido, y correspondiendo a los juzgados y tribunales 
de justicia la que se derive de la civil o, en su caso, de la penal, a la que igualmente lo está conforme a lo 
previsto en la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Nuestras intervenciones se dirigen, pues, no a supervisar directamente la actuación del abogado, sobre 
la que carecemos de competencias al respecto, sino a vigilar que dichas corporaciones colegiales –los 
Colegios de Abogados, en este caso-, como de Derecho Público que son, ejerzan sus competencias 
de manera adecuada, tanto en cuanto a la disciplinaria como en lo concerniente a las que les 
corresponden en la fase previa al reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita, cuya 
resolución final incumbe a las respectivas Comisiones Provinciales, respecto de las que, dada su naturaleza 
administrativa, sí que tenemos plenas competencias supervisoras.

Cuando la actividad del abogado no se sustenta en la libre designación de aquél por parte del litigante, 
el interés de esta Defensoría se refuerza aún más. Son los casos de quejas que afectan a la actividad 
profesional desarrollada durante el desempeño de una defensa de oficio derivada del reconocimiento del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita por carecer el defendido de ingresos suficientes para acceder 
a la de pago (que de alguna manera corresponsabilizaría a designante y designado en el resultado final 
del encargo), sino que tanto defensor como defendido se ven obligados, el primero a asumir la defensa 
del segundo, siempre que su pretensión sea sostenible ante la jurisdicción, y este último a ser defendido 
por el profesional que por turno le sea asignado, designación respecto de la que carece de capacidad de 
elección alguna, convirtiéndose además el defensor de oficio en un servidor público al que puede exigírsele 
que se comporte como tal.

Entre las quejas más significativas que hemos tramitado frente a las diversas corporaciones colegiales 
andaluzas, realizando al efecto un breve recorrido provincial, y comenzando con las que comentamos el 
pasado año pero hemos concluido en el actual, respecto del Colegio de Abogados de Almería, en la queja 
14/6065 su promotor aseguraba haber formulado en septiembre del pasado año 2014 denuncia colegial 
contra el Letrado que le había sido designado de oficio, sin que cuatro meses después de haberlo hecho 
hubiera recibido noticia alguna al respecto. El interesado acreditaba haberse dirigido en la misma fecha y en 
parecidos términos a la Comisión Provincial de Asistencia Jurídica Gratuita de Almería, que sí le respondió a 
los pocos días comunicándole que habían dado traslado de su queja a la referida corporación colegial, de 
lo que se desprendía que la denuncia había tenido entrada en ese Colegio por dos conductos diferentes.

Pues bien, en el informe enviado desde la corporación colegial almeriense se nos aseguraba haber remitido 
ya la correspondiente respuesta al escrito de nuestro remitente tanto a éste como a la Comisión Provincial 
de Asistencia Jurídica Gratuita de Almería, lo que nos permitió concluir nuestra intervención.

Correspondiente al ejercicio que este año comentamos y planteada frente a la misma corporación colegial, 
en la queja 15/4659 el interesado aseguraba haber presentado en el mes de abril escrito de queja colegial 
frente a dos Letrados, escrito que le fue contestado mediante comunicación de fecha del siguiente mes 
de mayo requiriéndole de ampliación de datos y documentos que acreditaran los hechos imputados, a 
lo que procedió mediante escrito presentado el mismo mes, al que acompañó la documentación que, a 
su entender, acreditaba el motivo de su queja. Transcurrido dos meses desde entonces, remitió escrito 
reclamando contestación a su queja, pero el caso es que, transcurridos ya más de cuatro meses desde que 
atendió el requerimiento que le fue efectuado, no había vuelto a tener noticia alguna al respecto. Tampoco 
a la petición de informe de esta Defensoría se había ofrecido explicación alguna al concluir el ejercicio que 
estamos comentando.

Se quejaba el promotor de la queja 14/5002 de la falta de respuesta del Colegio de Abogados de Cádiz a 
su denuncia colegial presentada en abril de 2014, no habiendo recibido comunicación alguna al respecto 
pese a haber transcurrido más de seis meses. De la información que, en respuesta a nuestra petición, 
nos remitió la corporación colegial gaditana se desprendía que tras la apertura de una Información Previa 
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que se acordó en junio del pasado año 2014, ya en fecha 26 de febrero de 2015, y tras la intervención de 
esta Defensoría, se había dictado Acuerdo por medio del que se aprobaba el sobreseimiento y archivo del 
referido expediente, que, según nos aseguraban, le había sido debidamente notificado al denunciante, con 
expresión de que contra el mismo cabía recurso de alzada ante el Consejo Andaluz de Colegios de Abogados.

En presencia de dicha información, tuvimos que dar por concluida nuestra intervención, pues se había 
logrado que se rompiera esa ausencia de actividad colegial en relación con el expediente a que dio 
lugar la denuncia.

Concerniente al Colegio de Abogados de Jerez de la Frontera, en la queja 15/1575, su promotora explicaba 
que al objeto de personarse como acusación particular en un procedimiento penal y tratar de obtener 
indemnización como víctima de delito violento –el homicidio de su marido- encomendó la dirección técnica 
del asunto a Letrado de designación particular, al que abonó los correspondientes honorarios profesionales 
en octubre de 2006, asegurándonos que pese al tiempo transcurrido sólo había recibido una parte 
de la indemnización, sin conseguir que el referido letrado le facilitara explicación alguna sobre el 
abono de lo que restaba por percibir, debido a lo cual se había visto obligada a poner estos hechos en 
conocimiento de ese Ilustre Colegio, mediante escrito que presentó en el mismo sin que meses después 
hubiera recibido noticia alguna al respecto, y ante el temor de que siguiera alargándose el silencio de que 
venía siendo objeto, acudía a esta Defensoría al objeto de que mediáramos para conseguir una respuesta 
satisfactoria al problema que le embarga desde hacía tanto tiempo.

Pues bien, nuestra petición fue atendida por la referida corporación colegial jerezana al dictar la resolución 
que le fue notificada a nuestra remitente, en virtud de la que se procedía al archivo de la queja al entenderse 
que la actividad profesional no era constitutiva de infracción deontológica alguna. Dicha resolución se dictó 
atendiendo a las explicaciones del Letrado denunciado, que argumentaba que la indemnización fue abonada 
directamente transfiriéndola a la cuenta bancaria de su clienta por el Ministerio de Hacienda, y que por su 
intervención le presentó la correspondiente minuta de honorarios, que aquella le abonó oportunamente.

Así las cosas, tuvimos que explicar a nuestra remitente que si la indemnización que le abonó el Ministerio 
de Hacienda era o no la que debía realmente satisfacerle o estaba incompleta era cuestión que escapaba 
a nuestras competencias, y respecto de la que no le podíamos asesorar al carecer de datos o elementos 
documentales que nos lo permitieran, y que respecto de su relación profesional con el referido letrado y 
su posible responsabilidad derivada del encargo que le hizo, sólo podíamos informarle de que en lo que 
se refiere a la supervisión de las actuaciones de los abogados, es la corporación colegial a la que aquellos 
pertenezcan la que tiene, entre sus competencias, las de ordenar la actividad profesional de sus colegiados, 
velando por la dignidad y la ética profesional y la de ejercer, en su caso, la facultad disciplinaria en el orden 
profesional y colegial, y que por ello el camino que emprendió en ese sentido al dirigirse al Colegio de 
Abogados de Jerez fue el correcto, aunque la resolución adoptada al respecto hubiera sido contraria a sus 
intereses por las razones argumentadas en la misma.

Frente al Colegio de Abogados de Córdoba se sustanció el expediente de queja 15/3684, en el que su 
promotor nos exponía que se había dirigido a dicha corporación poniendo de manifiesto el  comportamiento 
inadecuado hacia su persona que mantuvo el Letrado que le había sido designado de oficio al objeto 
de iniciar el ejercicio de acciones judiciales, en consecuencia de lo que en el mismo escrito de reclamación 
solicitaba se le designara nuevo abogado al efecto, así como la respuesta recibida, en la que se le manifestaba 
que tras las alegaciones efectuadas por el letrado denunciado se había llegado a la conclusión de que no 
existían motivos para el cambio.

A ese respecto, esta Defensoría significaba a la corporación colegial a la que nos dirigíamos que difícilmente 
se podría establecer con un letrado que había sido objeto de queja colegial, fuere cual fuere la conclusión 
de la misma, la necesaria relación de confianza mutua entre abogado y cliente, que constituye uno de los 
elementos más relevantes en los que se sostiene el derecho de defensa.
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En contestación a nuestra petición, el Decano del Colegio de Abogados de Córdoba nos remitió informe 
por medio del que nos explicaba su postura inicial que, resumidamente, basaba en el hecho de que según 
el letrado denunciado el único contacto personal que tuvo con el interesado fue el de una primera reunión 
de toma de contacto en la que, con carácter general, se debe mostrar toda la colaboración necesaria para 
que el Letrado pueda tener conocimiento de los antecedentes relativos al asunto encomendado. En esa 
reunión, lógicamente, el Letrado, que no conoce ni tiene a su alcance dato o documento alguno relativo al 
asunto más allá de lo que el particular que acude a su despacho le presente, debe preguntar al particular y 
recabar del mismo todos los antecedentes disponibles para poder tener un conocimiento claro del asunto 
que se le encomienda. El hecho de que el Letrado pregunte al particular y le solicite antecedentes 
documentales que puedan estar al alcance del interesado, no puede entenderse como que el Letrado 
no tenga un trato adecuado hacia el particular -nos significaban-.

No obstante lo anterior, nos comunicaban que “una vez recibida la comunicación de esa Defensoría del 
Pueblo, respetando su criterio y aunque no se comparta plenamente, por parte de este Colegio conforme a lo 
expuesto anteriormente, se procedió a nombrar un nuevo letrado que asesorarse y, en su caso, planteara las 
acciones judiciales pertinentes en defensa del Sr. ..., sin que hasta la fecha se tenga conocimiento de ninguna 
nueva incidencia.” A la vista de lo cual, y dado que nuestra pretensión había sido plenamente aceptada por la 
corporación colegial a la que nos dirigimos, dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Ante el Colegio de Abogados de Granada se formulaba la queja 14/5565, que se concretaba en el hecho 
de que, según el interesado, la abogada que le fue designada de oficio no se puso en ningún momento 
en contacto con él tras la referida designación, formalizando ésta, sin embargo, Recurso de Casación para 
unificación de doctrina que -seguía asegurando- nunca le fue encargado. Aunque en principio parecía 
haber una manifiesta contradicción entre el hecho del nombramiento (que obviamente ha de estar 
precedido por una solicitud formal) y la supuesta inexistencia de encargo, pudiéndose colegir que el 
verdadero problema surgiera cuando la referida Letrada solicitara al interesado el abono de sus honorarios 
profesionales tras haberle sido denegado por la Comisión de Asistencia Jurídica Gratuita el derecho a la 
misma, consideramos conveniente solicitar del referido colegio profesional una explicación de lo ocurrido 
al objeto de asegurarnos sobre la existencia o no de irregularidad alguna en relación con los hechos que 
nos trasladaban, encontrándonos aún a la espera de que se nos remita el oportuno informe al respecto.

La promotora de la queja 15/342 alegaba el desamparo en que se encontraba al no haberle hecho llegar 
la corporación colegial granadina respuesta a los escritos que, como quejas o denuncias colegiales, había 
enviado al mismo poniendo de manifiesto el abandono de que se sentía objeto por parte de su abogado 
en el asunto que le encomendó, respondiéndonos el citado Colegio que no lo habían hecho porque el 
letrado denunciado, al efectuar sus alegaciones, había declarado su intención de retomar el procedimiento 
en cuestión y solucionare los problemas que se hubieran podido ocasionar, “de ahí que por esta Comisión 
se entendiera que el asunto se encontraba ya resuelto o en vías de resolverse”, pero cuando se volvió a recibir 
escrito de la interesada se volvieron a pedir alegaciones al denunciado y ante la falta de respuesta del mismo 
se acordó requerir al Juzgado ante el que seguía el procedimiento abandonado por el referido letrado 
para que informara sobre los trámites que se habían llevado a cabo en el mismo, información que, tras ser 
recibida, se puso en conocimiento de la interesada a la que se aconsejó que volviera a tramitar solicitud 
de asistencia jurídica gratuita a fin de designar un nuevo letrado, acordando la apertura de diligencias 
informativas contra el denunciado a fin de valorar su actuación y de detectar que hubiera incurrido en algún 
tipo de responsabilidad u omisión (lo que, en principio, parecía evidente) adoptar las medidas oportunas.  

No tenemos más remedio que volver a poner de manifiesto la extremada lentitud con que el Colegio de 
Abogados de Huelva suele tramitar los expedientes derivados de las quejas colegiales. Así, en la queja 
15/4422 la interesada nos exponía haber solicitado hacía más de cinco meses que el Letrado que le fue 
designado de oficio, debido a las diferencias que habían surgido entre ambos por su actividad profesional, 
no continuara haciéndose cargo de su defensa y se le designara uno nuevo, centrándose su queja en el 
hecho de que no se le hubiera respondido de manera alguna, considerando nuestra remitente, así como 
esta Defensoría, que, fuera cual fuera la respuesta, no era de recibo que se le diera la callada por respuesta, 
que, tras nuestra intervención sí se le proporcionó.

También se resolvió tras nuestra intervención el problema planteado en la queja 15/5453, cuyo promotor 
se encontraba cumpliendo una extensa condena en el Centro Penitenciario de Huelva, habiendo solicitado 
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abogado y procurador de oficio para promover un procedimiento para el establecimiento de medidas 
respecto de un menor hijo de unión matrimonial, designándosele al efecto abogado, sin que, ocho meses 
después, hubiera existido contacto alguno entre abogado y cliente, habiéndose dirigido el segundo por este 
motivo a la Comisión de Deontología de ese Colegio, y como tampoco había recibido de aquélla respuesta 
alguna se había visto en la necesidad de acudir a esta Defensoría al objeto de que se investigara lo ocurrido.

Pues bien, tras nuestra intervención fuimos informados por la corporación colegial onubense de que ya se 
habían puesto en contacto con el interesado mediante carta, ofreciéndose para visitarlo, aunque le advertían 
de que, teniéndole que facilitar la documentación oportuna para iniciar el procedimiento, difícilmente podría 
hacerlo en su situación, debiéndole indicar a un familiar del exterior que se la facilitara.

En lo tocante al Colegio de Abogados de Málaga, reseñar que el promotor de la queja 15/3136 nos 
aseguraba estar atravesando una situación económica rayana en la indigencia debido a diversas reclamaciones 
judiciales para las que necesita asistencia jurídica gratuita, deplorando que le resultara imposible acceder 
a la sede colegial al objeto de solicitarla porque por muy temprano que se pusiera en cola siempre había 
más personas que números se reparten, sin que tampoco pudiera acceder por vía telemática al agotarse, 
al parecer, de inmediato, los números que se reparten por dicha vía.

En respuesta a nuestra petición de informe, tras proceder a la admisión de la queja al afectar la misma, bien 
que indirectamente, a un derecho constitucional como es el acceso a la tutela judicial efectiva, la corporación 
colegial malagueña nos aseguraba producirle gran extrañeza el contenido de la misma dado que a diario 
se reparten 35 números para la atención de los solicitantes de justicia gratuita en las dependencias de 
Málaga capital, y que de éstos suelen sobrar unos diez números; en cuanto a las citas que se conceden 
vía correo electrónico, aseguraban facilitar unas 35 diarias de las que siempre se consiguen si no en las 24 
horas siguientes a su petición, para las 48 horas siguientes. 

Y, finalmente, en lo tocante al Colegio de Abogados de Sevilla, con independencia de que muchas de las 
quejas formuladas trataban de discrepancias de la actividad profesional desarrollada por los abogados, 
cuestión en la que no podemos entrar al no concernir a las competencias que tenemos atribuidas, 
comentaremos que la explicación que nos proporcionó la corporación colegial sevillana acerca de los 
más de diez meses que llevaba tramitando un expediente de información previa transformado luego en 
disciplinario, incoado tras la oportuna denuncia colegial de quien formulaba la queja 15/2240, fue que se 
trataba de un tema muy complejo y delicado, con numerosos afectados, para cuya conclusión, que se iba 
a producir en la próxima Junta de Gobierno, había hecho falta la práctica de numerosas diligencias, lo que 
había retraso la tramitación del mismo. 

Para concluir, hemos de poner de manifiesto que respecto del problema que viene desde hace tiempo 
denunciando la ciudadanía sobre las dificultades de acceder al Servicio de Orientación Jurídica del Colegio 
de Abogados de Sevilla al objeto de solicitar asistencia jurídica gratuita, hemos incoado expediente 
de oficio al efecto -queja 15/4519- del que hablaremos el próximo año, ya que en el momento de redactar 
el presente Informe aún no ha sido respondido. 

1.7.2.2 Actuaciones relativas a Prisiones
Una de las temáticas que continua siendo año tras año de las más planteadas por los internos son los 
traslados de centro penitenciario. Como ya hemos tratado otros años es una decisión algo difícil de 
conjugar, donde se combinan una larga cadena de factores a valorar: la preferencia del centro donde cumplir 
la condena, el lugar de residencia habitual, el posible inconveniente de permanecer cerca de la víctima, la 
incompatibilidad entre algunos internos del mismo centro, la proximidad de los familiares para las visitas 
o régimen de permisos, el juzgado donde puede tener pendiente aún alguna causa, y la disponibilidad de 
espacio en los centros penitenciarios, etc. 

Por experiencia podemos destacar como principal motivo para la denegación de un traslado el último de 
los citados, por una cuestión de saturación de plazas, barajando también el dato de centros por los que 
existe un rechazo manifiesto de los internos por cumplir condena en los mismos al estar peor comunicados, 
lo que dificulta la recepción de visitas.  
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A continuación expondremos varios expedientes en los que podremos apreciar la distinta casuística citada.

En la queja 15/0145 el interno de un centro penitenciario en Zaragoza nos comunicó que tenía una condena 
de 15 años de los que llevaba ya cumplidos más de 12. Según el interesado tras estar dos años fuera de 
Andalucía, a raíz de un altercado en el centro penitenciario donde se encontraba en Cádiz, lo enviaron a 
Zaragoza. Al parecer, lo relacionaron con una agresión sufrida por parte de otro interno, a manos de un 
grupo de compañeros, suceso sobre el que mantenía que no tuvo nada que ver. 

Tras haber recurrido el parte disciplinario, muy grave, que motivó su traslado, el Juzgado de Vigilancia 
Penitenciaria dictó a su favor, siendo regresado al régimen regulado en el artículo 91.2 del reglamento 
penitenciario, pero, sin embargo, continuaba a 700 kilómetros de su domicilio y familia. A esto añadía que 
sus padres vivían en un pueblo de Córdoba, lugar donde tenía él su residencia, padeciendo su madre de 
una hernia discal grave que le impedía desplazarse a tanta distancia para visitarle. Por otro lado, su hija 
residía en un pueblo de la provincia de  Cádiz, con su expareja con la que mantenía una buena relación.

Tras las gestiones llevadas a cabo interesándonos por su situación, fuimos informados que se había 
aprobado el traslado del interno a Córdoba atendiendo al vínculo familiar.

Y si en el caso anterior tratábamos un traslado desde otra Comunidad Autónoma a Andalucía, ahora veremos 
en la queja 15/1074 cómo se nos planteó la situación inversa, desde Córdoba a Badajoz. Desde el centro 
penitenciario de Córdoba nos llegó una curiosa carta  en la que nos exponía el interno que, teniendo una 
condena de 9 años y medio de los que llevaba ya cumplidos casi 5 años, había disfrutado ya de cuatro 
permisos de salida durante los que conoció a su mujer y futura madre de su hijo. Reconocía el error que 
cometió al no regresar del último permiso a raíz de la relación que inició, manifestando que no reincidió ni 
cometió delito alguno durante ese tiempo, simplemente fue por una “locura de amor”.

Pedía que nos interesáramos por su posible traslado al centro penitenciario de Badajoz o Cáceres, 
cerca de su familia y su actual pareja ya que su lugar de residencia era Mérida y tenía vínculos familiares 
suficientes para esta última etapa de condena. A esto último añadía una conducta bastante positiva, 
desempeñando actividades de limpieza modular, careciendo de sanciones.

Desde la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias se nos informó de la resolución positiva 
del traslado. 

Y fue por motivos de salud por lo que solicitó el afectado de la queja 15/1850 el traslado de León a 
Málaga. Tras nuestra gestión al respecto, nos comunicaron que el citado interno estaba preso a disposición 
de la Audiencia Provincial de Málaga. En el mes de marzo de 2015 se autorizó su traslado desde el centro 
penitenciario de Málaga, donde se encontraba desde el año 2013, al centro penitenciario de León, por 
motivo de sobreocupación, atendiendo a los problemas de masificación que padecía el centro de Málaga 
dado el elevado número de ingresos de libertad que se producían en ese centro.

Desde el mes de junio de 2015 se encontraba ingresado en el centro penitenciario de Málaga por motivo 
de diligencias judiciales. Su reingreso al centro penitenciario de León, solicitado por haber finalizado las 
razones judiciales, fue anulado en agosto de 2015 atendiendo a la solicitud del interno manifestada a 
través de nuestro escrito.

Hasta la valoración de nuevo centro de destino, atendiendo a los ya aludidos problemas de masificación del 
centro penitenciario de Málaga, se había determinado la permanencia del interno en ese centro durante 
un periodo de al menos dos meses. 

Y una petición distinta a las anteriores aunque relacionada con los mismos temas fue lo que nos plantearon 
en la queja 15/2731, en la que nos pedían la intervención ante la pérdida de una serie de objetos 
personales en el cambio de un centro a otro.  En concreto, según el interesado al ser progresado en 
grado y trasladado al centro penitenciario de Sevilla I no contaba en el momento de escribirnos con dos 
bolsas de ropa y un televisor que se deberían haber enviado ya de un centro a otro, a pesar de haber 
abonado todos los gastos exigidos por la empresa de transportes. Pues bien, unos cuatro meses después 
del cambio le fueron entregados los dos paquetes de ropa y el televisor a los que hacía referencia en el 
escrito dirigido a esta  Institución.
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Después de los casos expuestos, pasamos a tratar otro motivo que nos lleva a abrir un número bastante 
considerable de expedientes, los permisos de salida, comenzando con la queja 15/1936. 

El interesado ponía de manifiesto su situación en prisión, con una condena de 45 meses de la que llevaba 
ya cumplidos 30 meses. Según el interno, por su buen comportamiento y trayectoria estaba ya disfrutando 
de permisos de salida, contando con un destino remunerado. Sin embargo, por su condición de extranjero 
y a raíz de que le iniciaran una orden de expulsión por vía administrativa le habían suspendido tanto 
las salidas como el destino remunerado. Esto no lo alcanzaba a comprender cuando contaba con 
autorización de residencia hasta el año 2019, sin haberle sido comunicado la extinción de su residencia.

Al dar traslado de lo anterior, nos informaron de forma detallada de que el interno fue clasificado en tercer 
grado de tratamiento por auto del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria en marzo de 2015. Con posterioridad 
se recibió en el centro penitenciario oficio de un Juzgado Contencioso Administrativo de Sevilla, relativo al 
recurso interpuesto por el interno contra resolución de la Subdelegación del Gobierno en Sevilla. Dicha 
resolución de febrero de 2015, de la que el centro no tenía constancia, acordaba su expulsión del territorio 
nacional por un periodo de 7 años.

Conocida la resolución de expulsión, se suspendieron provisionalmente los permisos de salida, en virtud 
del art. 157 del Reglamento Penitenciario, poniéndolo en conocimiento de la autoridad judicial que los 
había aprobado y de este Centro Directivo.

Por Resolución de julio de 2015 se acordó el mantenimiento en tercer grado del referido interno, por lo 
cual  comenzó de nuevo a disfrutar de permisos de salida y de fin de semana, acordando al poco tiempo 
la Junta de Tratamiento incoar el expediente de libertad condicional. 

Un caso distinto se nos presentó con la queja 15/2126 donde se nos pedía intervenir en relación a la 
ejecución de un auto judicial. El interno exponía su disconformidad ante el incumplimiento de un auto 
del Juzgado de Vigilancia Penitenciaria (JVP) de Andalucía, en el que se estimaba su recurso para 
concederle un permiso de salida. Según nos trasladaba el interesado ya tendría que estar disfrutando 
del citado permiso y, sin embargo, a fecha del escrito no había salido.

El auto de aprobación del permiso de salida, en recurso de apelación de la Audiencia Provincial de Sevilla, se 
recibió en una fecha en la que con posterioridad se habían realizado los trámites habituales de notificación al 
interno, propuestas de fechas de disfrute y medidas de control. Por ello, no fue posible que pudiera disfrutar 
el mismo en la fecha concreta que solicitó en su día. Más tarde pudimos ratificar la conclusión del asunto.

Más gestiones necesitaba lo planteado en la queja 15/2402, donde el interesado necesitaba que se agilizara 
la petición que había cursado para obtener permisos para visitar a su pareja a la que creía embarazada. 
Alegaba que existían graves tensiones familiares y esperaba que con su permiso podría ayudar a solventarlas. 
El interesado, condenado a un total de 22 años, cumplía definitivamente su condena  en el año 2023.

Clasificado en segundo grado de tratamiento, desde finales de 2014, comenzó a disfrutar permisos de 
salida concedidos vía recurso por el Juzgado de Vigilancia Penitenciarias. Desde entonces y hasta la fecha 
constaban 7 salidas de permiso sin incidencias.

En cuanto a la agilidad de la tramitación de sus peticiones de permiso, se advertía que la Junta de Tratamiento 
del centro estudiaba con una periodicidad de dos meses las solicitudes de todos los internos que salían 
de permiso (sean o no con acuerdo favorable de ella), pero obviamente, los plazos para lograr autorización 
del JVP se alargaban si el acuerdo de la Junta era desfavorable y el interno debía acudir en queja al juzgado.

La asistencia sanitaria de las personas presas es otro de los temas de especial trascendencia en los escritos 
que nos dirigen presos y familiares. Comenzamos el relato de estas cuestiones con la queja 15/1303, en 
el que la promotora del expediente nos trasladaba su preocupación por el estado de salud del padre de 
sus tres hijos; al parecer estaba a la espera de un trasplante de riñón que, a pesar de haberse realizado el 
mismo en el año 2002, estando en prisión en el 2006 lo rechazó, reiniciándose el tratamiento.
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Según exponía, tenía hipertensión arterial aguda e hipotiroidismo a la espera de ser intervenido del mismo, 
habiendo sido intervenido varias veces para unir vena con arteria para poder practicarle la diálisis porque 
se le obstruyen las venas y las tiene calcificadas.

En el año 2004 lo operaron de un acceso vascular como última opción, recibiendo el alta a las doce horas 
con el problema de que se le infectaron los puntos que tenía en el brazo. A esto añadía que en marzo de 
2015 recibió diálisis por la mañana, pero tras regresar al centro penitenciario tras varias horas lo enviaron 
de nuevo al Hospital, donde ingresó a la 1:00 de la madrugada. En ese transcurso al parecer le dio un infarto 
agudo grave por el cual tuvo que ser intervenido quirúrgicamente de urgencias. 

Le practicaron una angioplastia reparándole varias arterias del corazón y colocándole 4 stents y quedando 
pendiente de reparar otra arteria. Después de la operación ingresó en la UCI hasta dos días después, 
que tras recibir diálisis lo trasladan al módulo de presos del hospital, recibiendo el alta al día siguiente,  
que es regresado al centro penitenciario. Ante lo expuesto, por el cuadro médico que presentaba y 
la necesidad de un trasplante de riñón estaban solicitando que se le aplicase el artículo 104.1, por 
enfermedad crónica incurable. Es decir había solicitado la clasificación en tercer grado por su gravedad 
para favorecer su salida de prisión.

Nos dirigimos a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias y al Hospital, interesándonos en 
relación a su estado de salud, recibiendo informe desprendiéndose del mismo que, dado que padecía 
importantes patologías crónicas, se había acordado su progresión a tercer grado según dicho artículo 104 
del Reglamento Penitenciario. 

Por otro lado, recibimos informe del Hospital donde se nos informó de que estaba en el programa de 
Hemodiálisis del Centro de Diálisis. Además quedaba en lista de espera para trasplante en situación de 
“contraindicación actual” de forma prolongada. Se habían valorado una serie de contraindicaciones que, 
una vez superase esos problemas, sería necesario comprobar que mantenía una adecuada adherencia al 
tratamiento médico.

Y no menos delicada era la situación en la que se encontraba el titular de la queja 15/3877, que padecía 
diversas enfermedades, tanto psíquicas como físicas -trastorno de la afectividad, hipertensión, hepatitis 
crónica infecciosa, colon irritable, prostatitis, hernia de hiato- que lo acreditaban como afecto de una 
discapacidad del 65%. Sin embargo, no consideraba que se le estuviese proporcionando a tales enfermedades 
el tratamiento médico adecuado, principalmente porque las últimas revisiones hospitalarias se produjeron 
hacía ya varios años.

En concreto, su padecimiento de hernia de hiato se encontraba a la espera de intervención quirúrgica desde 
hacía tres años -afirmaba-, tiempo durante el que decía haber perdido más de 15 kilos por las limitaciones 
alimenticias que su padecimiento le imponía, lo que se podría solucionar con la práctica de la demorada 
intervención.

Su pretensión no era otra que la de tratar de conseguir que se proporcionara a sus diversas enfermedades 
el adecuado tratamiento médico, que se le realizaran las oportunas revisiones con más asiduidad y, en 
especial, que se le citase para la práctica de la intervención quirúrgica que, según aseguraba, tenía pendiente 
desde hacía tres años.

Atendiendo a la petición que se nos hacía, consideramos que tratándose un tema que afectaba a un 
derecho fundamental como es el de la salud de un interno, debíamos dar traslado a la Secretaría General de 
Instituciones Penitenciarias poniendo de manifiesto su percepción de que no se le estaba proporcionando 
un tratamiento médico adecuado a sus numerosas dolencias.

De la información que al respecto nos remitió el centro directivo penitenciario se desprendía que todas las 
enfermedades que durante su estancia en el Centro se habían ido detectando, habían sido oportunamente 
diagnosticadas, constando 18 salidas al Hospital, la última de ellas para consulta especializada de urología.
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Por lo demás, nos aseguraban que estaba siendo tratado con psicofármacos y el resto de tratamientos 
farmacológicos adecuados para sus diversas patologías, sin que se nos realizara ninguna mención respecto 
de que tenía pendiente de práctica intervención quirúrgica alguna.

Por nuestra parte, y tras darle traslado de la información que precede, dimos por concluidas nuestras 
actuaciones, permaneciendo, no obstante, a su disposición de plantear duda algún aspecto de los tratados 
o para cualquier otro asunto que en un futuro nos quisiera plantear.

Y dentro de este mismo bloque podemos comentar la queja 15/5349 donde el interesado exponía que 
llevaba tres años interno en prisión habiendo entrado ya con muletas al tener un problema serio de cadera 
desde el año 2010. 

Según nos trasladaba, a medida que pasaban los días se encontraba peor, viendo cada vez más reducida su 
movilidad y extendiéndose los dolores. Ante esto los médicos del centro le informaron que debían esperar 
la cita del Hospital para la cadera y el fémur.

Atendiendo a lo anterior, creímos conveniente dirigir escrito al Hospital y a la Secretaría General de 
Instituciones Penitenciarias, rogándoles nos remitieran el correspondiente informe clínico en relación al 
estado de salud del interno, el tratamiento que se le estaba dispensando al respecto, así como las posibles 
gestiones llevadas a cabo en relación a sus visitas al Hospital y posible futura intervención, si la requiriese.

Según informe recibido de Instituciones Penitenciarias, el interno fue valorado en 2012 por Servicio de 
Traumatología, el cual lo derivó a la Unidad de Cadera, por posible artroplastia de cadera izquierda. Fue 
incluido en lista de espera quirúrgica para ser intervenido de dicha cadera.

Desde entonces, y en vista de la tardanza en dar fecha para la intervención, se había reclamado, telefónicamente 
y por escrito, en varias ocasiones al Servicio de Traumatología dicha solicitud, realizándose hasta en dos 
ocasiones el estudio preanestesia, pero no llegó a realizarse la intervención. Y así se le había explicado en 
numerosas ocasiones al interno, que la cita dependía del Hospital y que estaban haciendo todo lo posible 
para acelerar su fecha. Es más; se le indicó al mencionado interno, que aprovechando sus permisos de 
salida, fuera él, al Servicio de Atención al Usuario interesándose por su cita, pero no llegó a hacerlo nunca.

Durante todo este tiempo, había tenido periodos de mejoría, sin apenas molestias y otros con impotencia 
funcional y dolor referido como importante, que había sido tratado con analgésicos-antiinflamatorios e 
incluso con opiáceos tipo tramadol y con relajantes musculares.

Finalmente se dio cita para intervención en noviembre de 2015, estando ingresado en Hospital en el 
momento de remitirnos el informe, evolucionando favorablemente en su postoperatorio y esperando una 
próxima alta. 

Y debido también a su estado de salud, se dirigió a nosotros el interno con queja 15/2184, que pretendía 
solicitar una ayuda social para lo que necesitaba una evaluación de su situación personal y de capacidades. 
Pedía por lo tanto un impulso en su tramitación y solicitando la ayuda de los trabajadores sociales del centro.

Tras las gestiones pertinentes conforme informaron los servicios del centro, al interno se le solicitó una 
pensión no contributiva por enfermedad. Al final le fue reconocido un 59% de grado de discapacidad por 
el Equipo de Valoración y Orientación de la Consejería de Salud y Bienestar Social de la Junta de Andalucía, 
por lo que no alcanzaba para llegar al mínimo imprescindible para percibir prestación (el 65%). Por ello el 
interno recurrió este dictamen y su recurso fue finalmente estimado.

Más tarde el Servicio de Valoración y Orientación remitió a la Delegación de la Consejería de Salud y 
Bienestar Social el nuevo dictamen facultativo definitivo que sería notificado al interno, con indicación del 
reconocimiento de derecho a la prestación y de la cantidad a percibir.

Y, saliendo ya del ámbito sanitario, podemos citar curiosidad la queja 15/2198 en la que el interesado nos 
pedía que le agilicen la expulsión a Marruecos para acercarse a su familia, algo que logró siendo excarcelado 
y expulsado a su país tal y como él deseaba. 
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Durante 2015, el Defensor del Pueblo Andaluz ha tenido la oportunidad de conocer diversos casos, tramitados 
en las correspondientes quejas, de personas internas en prisión que, por diferentes circunstancias, 
no pudieron ejercer su derecho al voto. Según las informaciones recibidas, podríamos resumir que se 
trataba de problemas debidos a una mejorable previsión y anticipación de gestiones que están formalmente 
previstas. Por ello, y con la finalidad de contribuir al mejor desarrollo de este derecho fundamental del 
ejercicio del derecho de voto a cargo de la población reclusa, desplegamos de oficio la queja 15/0856.

Podemos resumir que el voto de una persona en prisión que tenga la condición de elector tiene un mecanismo 
muy parecido al voto por correo. La Consejería de Justicia e Interior nos informó que los mecanismos 
postales se habían articulado debidamente y se ofreció todo el operativo necesario para posibilitar el 
ejercicio del derecho al voto, en este caso, por correo de las personas titulares del derecho e internas en 
centros penitenciarios. No obstante, carecemos de datos segregados que permitan comprobar el normal 
funcionamiento de este proceso, comprobando el resultado final del ejercicio de voto en cada uno de los 
31 establecimientos penitenciarios en Andalucía.

Quedaron registrados 1.029 votantes, repartidos en los 31 centros penitenciarios andaluces. Son aquellas 
personas que solicitaron la documentación oportuna para dirimir sus preferencias electorales y que cursaron 
efectivamente su derecho a votar mediante los mecanismos previstos de voto por correo. Pero, en su 
momento, aportamos el dato de la última encuesta de población penitenciaria; la población penitenciaria 
en Andalucía, repartida por sus distintos centros y establecimientos era de 15.505 personas, según cifras 
de marzo de 2015. 

Quiere decir que la participación en las elecciones del 22 de Marzo vendría a suponer el 6,64% de votantes 
presos en relación con la población penitenciaria andaluza. Si acudimos al índice común de participación 
en las elecciones autonómicas, ha votado el 62,66% de los inscritos en el censo.

Comprobando los resultados, un 62,66% del común de la población vota y en prisión lo hace el 6,64%. 
Podemos colegir que el sufragio activo en prisión se ejerce diez veces menos que el porcentaje común de 
participación. Por ello, consideramos oportuno significar, para su estudio, la oportunidad de potenciar las 
medidas que incrementen el conocimiento e interés por los procesos electorales entre la población reclusa, 
que sería la finalidad de una serie de actividades divulgativas y de fomento de la participación entre estas 
personas, según se establece en la normativa analizada.

Para terminar este apartado, dejamos mencionada la realización del Informe Especial sobre las Unidades 
de Custodia Hospitalarias. Efectivamente, con este Informe Especial nuestra Institución ratifica su atención 
en el ámbito penitenciario. No resulta una intervención novedosa, ya que este estudio es el número doce 
entre los trabajos en materia penitenciaria que el Defensor del Pueblo Andaluz ha realizado en sus treinta 
años de experiencia abordando este delicado escenario.

Baste un dato para dimensionar la cuestión: en Andalucía existen 13.700 personas en 19 centros 
penitenciarios. Somos la Comunidad con mayor número de centros y que acoge al 32 % de la población 
reclusa de todo el país.

 La Ley no restringe ni limita a la persona presa su derecho a procurar un estado de salud y a recibir la 
asistencia necesaria cuando enferme, en los términos equiparables a la población general. Para atender y 
cumplir con esa garantía que asiste a las personas recluidas en prisión, las Administraciones han dispuesto 
un modelo de asistencia sanitaria —un complicado y mejorable modelo, debemos anticipar—. De manera 
esquemática, la atención primaria se ofrece a cargo de la administración penitenciaria en sus propios 
Centros, dotados con los recursos característicos de ese nivel asistencial básico; la atención especializada 
se ofrece mediante los organismos sanitarios públicos del Sistema Nacional de Salud, en concreto los 
servicios autonómicos que desempeñan esta labor en sus respectivos territorios.

Así está configurado en Andalucía. La prisión ofrece la atención sanitaria primaria y el Servicio Andaluz 
de Salud presta su asistencia especializada. Cuando estos pacientes necesitan ingresar en los centros 
hospitalarios, son atendidos en lugares especiales habilitados para asistirlos médicamente a la vez que se 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-participacion-electoral-de-los-presos-es-una-decima-parte-que-la-de-poblacion-comun-ofrecemos
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/las-unidades-de-custodia-hospitalarias-la-asistencia-sanitaria-especializada-para-las-personas
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les dota de las medidas de seguridad necesarias. Estos lugares de cuidado y vigilancia son las Unidades de 
Custodia Hospitalarias (UCH), que hemos estudiado a lo largo de las diez instalaciones que están situadas 
en otros tantos hospitales del SAS repartidos por toda Andalucía. Como resultado de este Informe hemos 
elaborado una serie de Resoluciones que aportan las principales medidas que proponemos para avanzar 
en el mejor servicio a estos pacientes

1.7.2.4 Quejas relativas a Política Interior
Dentro de este epígrafe bajo la denominación genérica de Política Interior incluimos el relato de quejas 
y actuaciones que versan sobre aspectos que atañen a la seguridad ciudadana, servicios de policía 
local, actuaciones de miembros de las fuerzas de seguridad y emergencias, los aspectos de protección 
civil, junto a temas de actividades recreativas y espectáculos.

Dentro de los aspectos de emergencias y protección civil retomamos el relato de la queja 14/5570 que se 
inició de oficio en relación con la organización del servicio de salvamento y extinción de incendios en Arahal 
(Sevilla) con motivo de un trágico suceso en el que tras un grave incendio fallecieron cuatro personas en 
el pueblo.

Tras la contestación ofrecida por el Ayuntamiento, procedimos a la conclusión de la queja mediante escrito 
al Ayuntamiento de Arahal en el que se decía:

“(...)En otro sentido, los datos que aporta a lo largo de su escrito se pueden resumir en que  “desde 1987 
existe en la localidad de Arahal servicio contra incendios dado que la Ley de Emergencias de Andalucía no 
obliga a población menores de 20.000 habitantes a tener servicio propios y regulación interna de éstos”. 
El texto, tras derivar otras cuestiones a la Diputación, concluye que no existen precedentes de intervención 
del Parque de Écija. Recordemos que el escrito en el que se solicitaba por el Defensor la colaboración ante 
ese Ayuntamiento de Arahal se fundaba en los graves acontecimientos producidos el 13 de Noviembre 
de 2014, acerca del incendio de una vivienda en la C/ Tetuán de esa localidad en el que murieron cuatro 
personas. Un suceso que —creemos interpretar— ha debido ser un terrible referente en la sociedad de 
Arahal, pero que no parece que haya despertado una motivación en el propio servicio local de incendios, 
que apenas ha alcanzado a merecer los tres párrafos que hemos reproducido.

Pero es que tampoco la Junta de Gobierno Local ha considerado conveniente ilustrar esas líneas aportando 
otras consideraciones o posiciones desde su responsabilidad y representación institucionales, para conocer 
de la mano del propio municipio información y detalles del funcionamiento del Parque local y del servicio 
que presta. Lamentamos no haber sabido transmitir con esta iniciativa al Ayuntamiento nuestra invitación 
a conocer el trabajo, necesidades o proyectos de un servicio tan delicado para los vecinos de Arahal.

Desde luego la queja de oficio también se dirigió a la Diputación Provincial, a través del Servicio de 
Prevención y Extinción de Incendios, que sí ha ofrecido su información y explicado el alcance de su modelo 
de organización provincial de estos delicados servicios a través de los instrumentos de planificación 
aprobados”.

También dentro de este delicado servicio público, hemos puesto nuestra atención en el impacto que ha 
supuesto la Ley de Racionalización de la Administración Local (LRSAL) para la organización de los 
servicios de bomberos. Dejamos constancia de la apertura de oficio de la queja 15/2220 dirigida a las 
Diputaciones Provinciales y cuyas respuestas, ultimadas en fechas recientes, están siendo motivo de análisis 
conjunto que concluiremos en el siguiente ejercicio.

Un año más recibimos un significativo número de quejas que exponen sus protestas por intervenciones 
de agentes policiales de modo abusivo o, cuando menos, inadecuado.  Ciertamente el número de 
estos expedientes no parece excesivo; sin embargo abarcan a todos los cuerpos policiales y suponen 
un elemento que exige una especial atención por parte de las autoridades responsables y directivas de 
estos cuerpos policiales. Es cierto que, cuando los hechos relatados alcanzan una aparente gravedad, 
tenemos conocimiento de que se han puesto en manos de las autoridades judiciales que tramitan los 
correspondientes procedimientos. 
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En todo caso, sí hemos expresado nuestra preocupación por estos hechos y, sobre todo, porque se garantice 
una atención y una respuesta a cada persona que, en el uso de su propia iniciativa, exige una explicación 
clara y directa ante cualquier responsable policial.

Dentro de las actuaciones referidas a los Cuerpos Policiales y aspectos relacionados con la seguridad 
ciudadana, tratamos un lamentable suceso acaecido en Marbella (Málaga) cuando un grupo de jóvenes que 
habían acudido a un encuentro internacional, decidió tomar un baño en una de las playas de la localidad. 
El resultado terrible fue la muerte en la playa de La Venus de dos alumnos y su monitor pertenecientes 
a un grupo de discapacitados turcos que se encontraban realizando unas actividades. Más allá de esta 
terrible consecuencia, nos interesó conocer la organización de los sistemas de vigilancia o de uso de las 
playas. Para ello acordamos la apertura de oficio de la queja 15/1766. Con fecha 5 de Junio recibimos 
un completo informe del ayuntamiento de Marbella en el que nos relataron todas las actuaciones que 
asumieron a partir del incidente que concluyó con estos ahogamientos. El informe describe una reacción 
inmediata y una implicación destacada de los agentes de policía local y servicios municipales ante un 
siniestro producido al margen de toda actividad programada de la que tuviera conocimiento los servicios 
municipales. Analizada la respuesta de tales servicios, procedimos a concluir la presente queja de oficio, 
agradeciendo la colaboración al Ayuntamiento afectado.

Relacionada con estas funciones de vigilancia, relatamos la iniciativa de oficio de la queja 15/3022 para 
conocer los criterios de estacionamiento de autocaravanas en la localidad granadina de Almuñécar. Suele 
ser un tema polémico en cuanto que estos vehículos ofrecen un uso mixto entre lo vivencial y el de mero 
transporte, o que puede generar conflicto en la ocupación prolongada de los espacios para aparcar. El 
ayuntamiento nos respondió con una serie de medidas específicas de control y, en su caso, de sanción, 
para los supuestos de empleo abusivo de estos espacios de estacionamiento rotatorio.

En otro orden de cosas, el ejercicio de 2015 ha sido año de citas electorales. Ello ha provocado la recepción 
de variadas quejas por parte de los ciudadanos que han expresado sus protestas por las condiciones 
de presencia en las mesas electorales o problemas relacionados con la actualización de los censos y la 
posibilidad de garantizar su participación como electores.

Así, citamos la queja 15/1342 en la que un estudiante en Barcelona alegaba la dificultad para acudir a atender 
su designación de cargo en la mesa en Huelva debido al coste económico y temporal del desplazamiento. O 
la queja 15/3062 en la que se proponían sistemas de listas preimpresas para facilitar la lectura y escrutinio 
de las votaciones al Senado. En la mayoría de estas quejas, ofrecimos cumplida explicación de la normativa 
electoral, basada en la Ley Orgánica del Régimen General Electoral, o disposiciones de desarrollo, al igual 
que asesoramos sobre las vías de impugnación que podrían formularse, según los casos. Recordamos, al 
hilo de esta singular materia, la queja 15/0856 incoada de oficio para garantizar el ejercicio del derecho 
del voto de las personas internas en prisión, que relatamos con más detalle en el sub-epígrafe de Prisiones.

1.7.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones
En este ejercicio de 2015, y referidas a las materias del presente capítulo, se han incoado 36 quejas de oficio 
(frente a las 28 del año anterior) por la propia iniciativa del Defensor del Pueblo Andaluz; que se detallan 
a lo largo del epígrafe. Así citamos las actuaciones:

• queja 15/0341, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a carencias de personal en el Juzgado 
de Primera Instancia e Instrucción nº 4 de El Ejido (Almería).

• queja 15/0768, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a cobertura de vacantes en el personal 
del juzgado de primera instancia e instrucción tres de Utrera (Sevilla).
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• queja 15/0825, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a convenio suscrito entre la Consejería 
de Justicia y el Consejo Andaluz de la Abogacía sobre el SOAJP.

• queja 15/0840, dirigida a la Consejería de Salud, relativa a  acceso al tratamiento de “sofosbuvir” a favor 
de la población reclusa.

• queja 15/0844, dirigida a la Consejería de Salud, relativa a  situación de las Unidades de Custodia Hospitalaria 
y atención especializada a enfermos internos en prisión

• queja 15/0856, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a  medidas que garanticen el ejercicio 
del voto y otros derechos electorales para las personas internas en prisión.

• queja 15/1356, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior relativa a  carencias de personal en el Juzgado 
de lo Penal 4 de Jaén (Violencia de Género).

• queja 15/1495, dirigida al Tribunal Superior de Andalucía , relativa a Ausencia de titular en el Juzgado de 
Vigilancia Penitenciaria número 2 de Sevilla.

• queja 15/1766, dirigida al Ayuntamiento de Marbella , relativa a  medidas de seguridad ante el ahogamiento 
en las playas de Marbella de dos discapacitados turcos junto a su monitor.

• queja 15/1869, dirigida a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, relativa a  Afectación de la 
asistencia sanitaria por falta de personal médico en el C.P. de Botafuegos (Algeciras).

• queja 15/1870, dirigida a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, relativa a  falta de personal 
médico en el C.P. de Morón y posible afección a la asistencia sanitaria de los reclusos.

• queja 15/2041, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a  Retrasos en las coberturas de dos 
vacantes de Gestión en Primera Instancia nº 10 de Sevilla.

• queja 15/2220, dirigida a , relativa a  medidas de adaptación a la LRSAL en la organización de los servicios 
de bomberos.

• queja 15/2536, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a  problemas con la concesión de 
licencia de obras para la nueva sede judicial de San Fernando (Cádiz).

• queja 15/2664, dirigida a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, relativa a  fallece un interno 
el CP. Sevilla II que no había obtenido ni libertad condicional ni permiso por enfermedad grave.

• queja 15/2689, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a  problemas de colas y falta de 
atención en el Registro Civil de Dos Hermanas (Sevilla).

• queja 15/2745, dirigida a Delegación Territorial de Educación de Córdoba, relativa a Continuidad de 
estudios de ESO para los internos del C.P. de Córdoba.

• queja 15/2749, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a condiciones de accesibilidad en la 
sede judicial de Alcalá de Guadaira (Sevilla).

• queja 15/2783, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a dilaciones y disfunciones en el 
Juzgado de lo Mercantil nº 1 de Cádiz.

• queja 15/3022, dirigida al Ayuntamiento de Almuñécar, relativa a control de estancias de autocaravanas 
en espacios no habilitados en Almuñécar.

• queja 15/3028, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a estado de las dependencias de 
detenidos y calabozos en la sede del Juzgado de Guardia de Sevilla.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nuevo-anuncio-de-convenio-para-recuperar-la-asistencia-legal-a-los-presos-queremos-conocer-sus
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/resolucion-sobre-acceso-de-la-poblacion-reclusa-a-los-nuevos-tratamientos-contra-la
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/indagamos-las-medidas-para-facilitar-el-ejercicio-del-derecho-a-voto-de-los-presos
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/intervenimos-para-analizar-los-problemas-de-personal-en-el-juzgado-no-4-de-lo-penal-de-jaen
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-ante-el-tsja-por-el-nombramiento-de-titular-en-el-juzgado-de-vigilancia-penitencia
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/analizamos-la-cobertura-de-plazas-en-juzgado-de-sevilla
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/la-ley-de-reforma-de-ayuntamientos-obliga-a-las-diputaciones-a-asumir-mas-prestaciones-en-los
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-los-proyectos-de-reforma-y-mejora-de-la-sede-judicial-de-san-fernando
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/fallece-un-interno-enfermo-que-no-fue-autorizado-para-obtener-su-excarcelacion-solicitada-por-sus
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-los-problemas-de-colas-y-retrasos-de-atencion-en-el-registro-civil-de-dos-hermanas
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/los-estudiantes-presos-en-cordoba-no-pueden-continuar-el-nivel-de-eso-pedimos-la-colaboracion-a-la
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/cuando-dispondra-alcala-de-guadaira-de-una-sede-judicial-moderna-y-accesible-para-todos-pedimos
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/pedimos-la-creacion-de-nuevos-organos-judiciales-de-lo-mercantil-para-cadiz
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actualidad/queja-de-oficio-seguimiento-de-las-medidas-para-el-control-de-la-presencia-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-situacion-de-las-dependencias-de-detenidos-en-el-juzgado-de-guardia-de
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• queja 15/3044, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a cancelación de los servicios funerarios 
concertados para la Administración de Justicia en Sevilla.

• queja 15/3045, dirigida a la Consejería de Presidencia , relativa a Análisis de las Memorias Anuales del 
Gabinete Jurídico que deben ser elaboradas según su reglamento.

• queja 15/3046, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a medidas especiales de refuerzo 
en el Juzgado nº 7 de Córdoba con macrocausas a su cargo.

• queja 15/3258, dirigida a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, relativa a Interno enfermo 
con su hermano fallecido en C.P. Morón que no obtiene el tercer grado para excarcelarlo.

• queja 15/3414, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a Estado de las dependencias de 
detenidos y calabozos en la sede la Ciudad de la Justicia de Málaga.

• queja 15/3444, dirigida a la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, relativa a familiares de un 
interno enfermo mental exigen especialistas y un trato adecuado en C.P Morón.

• queja 15/3671, dirigida ante el Defensor del Pueblo estatal, relativa a Visitas a centros de detención y 
custodia de detenidos adscritos a los Cuerpos de Seguridad el Estado.

• queja 15/3734, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a rotura y caída de parte del techo 
de la sede del Registro Civil de Linares (Jaén).

• queja 15/4519, dirigida al Colegio de Abogados de Sevilla, relativa a colapsos en la atención al público 
solicitante del derecho de asistencia jurídica gratuita en Sevilla.

• queja 15/4525, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a Implantación del Protocolo de 
Comunicaciones Seguras entre Justicia y los Centros Penitenciarios.

• queja 15/4648, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a retrasos en las actuaciones de los 
Equipos Psico-Sociales adscritos a los órganos judiciales de la provincia de Granada.

• queja 15/5114, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a denuncias sindicales sobre el 
funcionamiento del Juzgado de lo Penal nº1 de Motril (Granada).

• queja 15/6105, dirigida a la Consejería de Justicia e Interior, relativa a dilaciones de año y medio para 
juicios rápidos de violencia de género en Málaga.

En cuanto al grado de colaboración de las Administraciones con el Defensor del Pueblo Andaluz en las 
materias que se recogen en este particular apartado, hemos de mencionar una práctica normalizada 
de atención colaboradora. No obstante, nunca es ocioso añadir la franca oportunidad de mejora de 
esta colaboración ganando agilidad y rapidez en ofrecer las informaciones necesarias para conocer y 
dilucidar los motivos de las quejas que nos plantean las personas y entidades. Seguiremos insistiendo en 
mejorar estas condiciones óptimas de información y colaboración con nuestros interlocutores ya sean 
las Fiscalías, Administraciones o los propios colegios profesionales, en cuanto se refiera a las actuaciones 
en materia de Justicia. 

Por cuanto se refiere al ámbito penitenciario y de extranjería, y más allá del ámbito de supervisión 
competencial, procuramos obtener en vías de colaboración —y lo logramos en la mayoría de las ocasiones— 
las informaciones y aportaciones de otras Administraciones que coadyuvan a ofrecer la respuesta merecida 
que aguarda cada persona afectada. 

Lamentablemente en este ejercicio de 2015 debimos concluir la queja 12/3987, seguida ante el Ayuntamiento 
de Cantillana (Sevilla) en relación con una actuación de agentes de la policía local. Básicamente el interesado, 
padre del joven afectado, alegaba una intervención excedida en relación con un control de tráfico realizado 
en esa localidad. Para conocer los detalles del incidente, nos dirigimos a la alcaldía solicitando información 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/expira-el-contrato-de-servicios-funerarios-para-justicia-investigamos-como-se-ataja-esta-delicada
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-analizar-las-memorias-del-gabinete-juridico
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/evaluamos-refuerzos-para-juzgados-con-macrocausas-en-cordoba
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/nos-interesamos-por-la-situacion-de-las-dependencias-de-detenidos-en-los-juzgados-de-guardia-de
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/corregidos-los-desperfectos-en-las-escayolas-del-registro-civil-de-linares-jaen
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/podemos-evitar-colas-de-madrugada-para-solicitar-la-asistencia-juridica-gratuita-pedimos-informacion
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/analizamos-un-sistema-pionero-que-conecta-los-juzgados-con-las-prisiones
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/investigamos-los-retrasos-para-las-evaluaciones-psicologicas-de-menores-ante-la-justicia-un-proceso
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/analizamos-la-situacion-de-los-juzgados-de-motril
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/comprobamos-las-protestas-por-atrasos-en-los-juzgados-de-violencia-de-genero-de-malaga
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con fechas 28 de Agosto de 2012, 31 de Octubre de 2012 y 8 de Febrero de 2013,  A la vista de la absoluta 
falta de respuesta, dirigimos un escrito formal de Advertencia con fecha 25 de Abril de 2014 junto a 
sucesivos contactos telefónicos requiriendo la colaboración de esa alcaldía durante los días 11 y 18 de 
Noviembre de 2014.

Según determina nuestra ley reguladora, el Defensor valoró la prolongada falta de colaboración y dispuso 
con fecha 19 de Noviembre de 2015 la declaración de «actitud entorpecedora» de la Alcaldía del 
Ayuntamiento de Cantillana (Sevilla) y su remisión al Parlamento de Andalucía para su publicación en el 
Boletín Oficial del Parlamento. 

En cuanto a las Resoluciones dictadas en el ejercicio de 2014, propias de las materias incluidas en este 
Capítulo, hemos de señalar dos resoluciones que deben ser destacadas conforme al artículo 29.1 de la 
Ley del Defensor del Pueblo Andaluz. 

Se trata de la queja 13/0679, seguida ante el Ayuntamiento de Sevilla, en relación con la situación de la 
sede de la antigua cárcel de la ciudad y el proyecto de su reforma para destinar una espacio singular a 
dar testimonio de la memoria democrática. Tras una dilatada tramitación nos vimos obligados a dictar un 
Recordatorio del Deber de Colaboración con esta Institución del Defensor del Pueblo Andaluz en Enero 
de 2015. Al no ser atendido, debimos proceder a concluir el cierre de la queja en el mes de Julio siguiente, 
acordando la inclusión de la citada queja en el Informe Anual al Parlamento. 

Del mismo modo, la queja 15/1784 suscitó una resolución en relación con la necesidad de respuesta 
expresa por parte del Ayuntamiento de Almonte (Huelva) a las peticiones de los ciudadanos y vecinos. La 
contestación ofrecida a dicha resolución motivó igualmente la mención expresa del asunto en el Informe 
Anual según determina el artículo 29.1 de la ley del Defensor del Pueblo Andaluz.

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sites/default/files/ayuntamiento_de_cantillana_12-3987_0.pdf
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/planteamos-al-ayuntamiento-de-almonte-otras-formas-de-atender-a-los-ciudadanos
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ESTE TEMA EN OTRAS MATERIAS
1.5 EMPLEO PÚBLICO 
1.5.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.5.2.1 Acceso al Empleo Público
1.5.2.1.5 Bolsa de la Administración de Justicia
La nueva regulación de la bolsa de personal funcionario interino de la Administración de Justicia y su 
demorada efectividad ha supuesto el enfrentamiento de dos colectivos que la integran, el de una plataforma 
y de una asociación con encontrados posicionamientos al respecto, frente a una Administración de Justicia 
que demora la convocatoria de su constitución (queja 15/4626 y queja 15/4535).

En este sentido, la publicación de la Orden de la Consejería de Justicia e Interior, de 2 de marzo de 2015, sobre 
selección y nombramiento de personal funcionario interino de los Cuerpos al servicio de la Administración 
de Justicia en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Andalucía, establece que el nombramiento del 
personal funcionario interino se efectuará de acuerdo con los criterios objetivos que se contemplan en 
citada orden (previamente objeto de negociación con las Organizaciones sindicales integrantes de la Mesa 
Sectorial de Justicia en el ámbito de la Junta de Andalucía), según lo dispuesto en el artículo 489 de la Ley 
Orgánica del Poder Judicial, así como en el artículo 30 del Real Decreto 1451/2005, de 7 de diciembre, por 
el que se aprueba el Reglamento de Ingreso, Provisión de Puestos de Trabajo y Promoción Profesional del 
Personal Funcionario al Servicio de la Administración de Justicia.

La citada Orden prevé -Disposición adicional primera- que en el plazo de dos meses desde el día siguiente 
a la publicación de la misma en el BOJA, la Dirección General competente en materia de personal al servicio 
de la Administración de Justicia efectuará la convocatoria para la constitución de bolsas de personal 
funcionario interino que sustituirán a las existentes en la actualidad. Por ello, deberán solicitar su inclusión 
en las bolsas tanto las personas interesadas que no integraban la anterior, como el personal funcionario 
interino y aquellos que ya figuraban incluidos en las mismas, para la baremación de sus méritos, de acuerdo 
con los criterios establecidos.

La aprobación y entrada en vigor, y en su caso, el contenido de la citada disposición ha sido objeto de 
discrepancias por diversos colectivos de trabajadores del sector de la Administración de Justicia en 
Andalucía, por un lado la representación de la denominada “Plataforma para la Protección de Derechos 
de los Interinos de Justicia”, denunciando la inactividad de la Dirección General de la Oficina Judicial y 
Fiscal de la Consejería de Justicia e Interior, por no haber efectuado -hasta dicha fecha- convocatoria para 
la constitución de dichas bolsas, y por otro lado la Asociación de Interinos de la Administración de Justicia 
de Andalucía, cuya pretensión no iba referida a la demora en la convocatoria de la apertura de la Bolsa, 
sino por el propio contenido y regulación de la misma: denunciaba los graves perjuicios que ocasionaría 
la aplicación de dicha Orden, por cuanto considera que la misma era contraria  al marco constitucional y 
legal de referencia.

Por la Administración de Justicia se responde poniendo en conocimiento que con fecha 1 de octubre de 
2015, acordó el inicio del procedimiento de elaboración del proyecto de Orden por la que se modifica la 
reseñada Orden de 2 de marzo de 2015, modificación normativa materializada con la publicación de la 
Orden de 15 de enero de 2016 (BOJA del 26).
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1.5.3 Quejas de oficio, Colaboración de las 
Administraciones y Resoluciones
• Queja 15/0682, relativa a la provisión de los puestos de Secretarias de Juzgados de Paz de municipios 
andaluces de menos de 7.000 habitantes.

1.6 IGUALDAD DE GÉNERO
1.6.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.6.2.5 Administración de Justicia y Seguridad 
Ciudadana
La preocupación por el normal funcionamiento de los órganos judiciales en el ámbito de las competencias 
de este Comisionado del Parlamento, proviene en ocasiones de determinadas informaciones que aluden 
a deficiencias en determinados órganos judiciales que merecen una particular atención. Tal es el caso 
de las noticias aparecidas sobre la situación del Juzgado de Primera Instancia e Instrucción nº 4 de El Ejido 
(Almería), que aludían a una severa falta de personal en dicho juzgado motivada por una suma de causas 
entre las que se citaba una importante sobrecarga de trabajo, las consecuencias de bajas de personal no 
cubiertas y una prolongada ausencia de medios personales.

Así pues, y a falta de mayores datos que permitieran realizar un análisis más detenido, la valoración inicial 
que hicimos era la necesidad de atender con prontitud las bajas que afectaban al normal desempeño de los 
asuntos asignados al Juzgado, entre los que se encontraba la delicada materia de Violencia sobre la Mujer.

Esta situaciones fueron determinantes para motivar la incoación, de oficio, de la queja 15/0341 y procurar 
ante la Consejería de Justicia e Interior conocer su criterio global en orden a la situación que describíamos 
y las posible medidas que, en su caso, estimase oportuno adoptar para abordar la situación.

A la vista de toda la información obrante en el expediente, nos encontramos ante una situación que motivaría 
de plano la formulación de una resolución del Defensor del Pueblo Andaluz en términos análogos a los 
que se había dirigido ya, al citado organismo, en anteriores ocasiones ante graves carencias de juzgados 
en una determinada demarcación.

No obstante, debimos tomar en consideración la especial circunstancia que se ofrecía en el partido judicial 
de El Ejido que, junto a Vélez-Málaga, eran los seleccionados para poner en marcha toda la programación 
establecida dentro del sistema de Oficina Judicial y Fiscal en Andalucía, prevista en el Decreto 1/2014, de 
14 de enero, tal y como oportunamente nos indicaban. Por lo tanto, procedimos a concluir la actuaciones 
en la queja de oficio a la espera de poder analizar con detalle el resultado de la implantación progresiva 
de las medidas previstas en el Decreto 1/2014 de la nueva Oficina Judicial y Fiscal.

En otras ocasiones, las quejas contra el funcionamiento de la administración de justicia, atañen 
a la ausencia o carencia de información sobre el resultado final de denuncias formuladas en el 
ámbito de los procedimientos civiles de separación o divorcio derivados o relacionados con otros 
de violencia sobre la mujer. Tal es el caso de la queja 15/1066, en la que la compareciente nos relataba 
que tras muchos años de maltrato e infidelidades en su matrimonio, una agresión de su entonces marido 
la decidió a interponer denuncia y a tramitar el divorcio.

El denunciado fue condenado, acordándose penalmente el alejamiento, con la paradoja, sin embargo, de 
que en materia de medidas civiles, el Juez acordó que, hasta su venta, la vivienda común fuera habitada por 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/actuamos-de-oficio-para-conocer-la-situacion-actual-de-las-secretarias-de-los-juzgados-de-paz-en
http://www.defensordelpuebloandaluz.es/queremos-conocer-las-necesidades-de-personal-en-los-juzgados-de-el-ejido-almeria
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cada uno de sus condóminos en períodos alternos de seis meses. Puesto que a la otra parte le correspondió 
hacer uso del inmueble el semestre inicial, cuando la interesada iba a iniciar el suyo se ha encontrado con 
la vivienda desvalijada de todo su ajuar y mobiliario, de manera que no podía habitarla en ese estado.

Por ello, presentó con fecha 26 de noviembre de 2014 en el correspondiente registro y dirigida al Juzgado 
de Instrucción al que por turno le correspondiera, denuncia contra su ex marido, por la presunta comisión 
de un delito de coacciones, daños, apropiación indebida y contra la Administración de Justicia, cuando la 
interesada tenía que iniciar su periodo de disfrute de la vivienda conyugal, y sin haberla podido ocupar 
se aproximaba ya el momento en que a su ex marido le toca hacerlo, sin que hasta el momento -siempre 
según nuestra remitente- ni tan siquiera se habían incoado las correspondientes diligencias previas o, al 
menos, ella no había recibido al respecto comunicación alguna-, retraso que, según le habían indicado, 
era por saturación en los juzgados.

Solicitado informe a la Fiscalía, por la misma se nos comunicó que la denuncia cuya demora provocó la 
queja de nuestra remitente fue repartida y posteriormente archivada, sugiriéndonos el Fiscal que si la 
interesada quería pidiera su notificación y, en su caso, interpusiera los recursos correspondientes, con lo 
que dimos por concluidas nuestras actuaciones.

Otro conjunto de quejas en este ámbito, se centran en la disconformidad y discrepancia con la resoluciones 
judiciales dictadas por los Juzgados de violencia contra la mujer, en los casos de denuncias por violencia 
de género, como la queja 15/4187 en la que, curiosamente, su promovente nos pedía que convenciéramos 
al Juzgado, que en sentencia había dictado una orden de alejamiento por doce meses para su marido 
respecto a ella, para que la revocara porque el maltrato fue puntual y quería seguir conviviendo con él 
y formando una familia., o de los juzgados de instrucción, en los casos de violencia doméstica, como la 
queja 15/3393, en la que una mujer acusada de agresión en un proceso de separación, discrepaba de lo 
resuelto y aseguraba haber pedido asistencia jurídica gratuita sin haber tenido respuesta, extremo este 
que nunca llegó a acreditar.

En estos supuestos, la Ley reguladora de esta Institución, en cuanto a las cuestiones que afectan a la 
jurisdicción, es decir, a los asuntos que se desenvuelven en el ámbito judicial o, lo que es lo mismo, se 
dirimen en los juzgados y tribunales de justicia, nuestras posibilidades de intervención están limitadas a 
investigar, a través del Ministerio Fiscal, posibles dilaciones indebidas en la tramitación del procedimiento 
afectado, inactividad judicial, ausencia de notificación a los interesados, etc.; cuestiones, en definitiva, que 
afecten a la tramitación procesal del asunto, pero no a las resoluciones judiciales que en él se produzcan, 
cuya revisión nos está vedada.

En cuanto a las decisiones adoptadas por los Juzgados intervinientes en el ejercicio de su función jurisdiccional 
no son susceptibles de revisión por parte de instituciones ajenas al Poder Judicial, ya que sólo cabe interponer 
contra las mismas los recursos jurisdiccionales que quepa formular contra ellas, ni se puede intervenir en 
relación con hechos pendientes de un proceso judicial en tramitación, ni suplir las funciones de dirección 
técnica que en éste tienen los abogados.

La causa de esta limitación radica en el imprescindible respeto a la independencia del Poder Judicial, que 
obliga a que ningún otro poder o autoridad distinta de los órganos judiciales pueda pronunciarse sobre 
los asuntos sometidos a los mismos, principio éste que recoge el artículo 117.1 de nuestra Constitución.

Es por ello que el artículo 17.2 de nuestra Ley reguladora dispone que «El Defensor del Pueblo Andaluz no 
entrará en el examen de aquellas quejas sobre las que esté pendiente resolución judicial y lo suspenderá 
si, iniciada su actuación, se interpusiere por persona interesada demanda o recursos ante los Tribunales 
ordinarios o el Tribunal Constitucional».

Siendo todas estas argumentaciones las que no permitieron que admitiéramos a trámite las dos quejas 
anteriormente reseñadas.
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1.6.2.9 Violencia de Género
1.6.2.9.1 Servicios de atención e información
...

Se refería dicha Plataforma a la supresión del teléfono específico dedicado a ofrecer a las mujeres en 
situación de violencia de género, información, asistencia legal y asesoramiento jurídico, cuyo servicio 
calificaba como «recurso de gran utilidad y eficacia, especialmente en los casos de emergencia y que daba 
una respuesta multidisciplinar, pública, especializada y gratuita».

Conforme nos explicaba la Plataforma compareciente, el servicio que hasta ahora prestaba el teléfono 
especializado en violencia de género en la Junta de Andalucía, 900.200.999, pasaba a ser prestado por el 
servicio no específico Salud Responde, lo que iba a comportar una pérdida de cualificación en la atención 
dispensada a sus destinatarias, generando pérdida de confianza en las mismas. Al propio tiempo, atacaba 
el empleo de las mujeres que desarrollaban laboralmente la prestación de este Servicio, siendo doble por 
ello el perjuicio que a su juicio producía esta decisión.

A fecha de redacción de este informe, a la vista de lo informado y de que no se ha presentado alegación 
alguna por la plataforma promovente de la queja, procederemos a su cierre por no apreciar irregularidad 
en la actuación de la administración.

...

1.6.2.9.3 Protección legal y jurídica a las víctimas
2015 ha sido un año funesto en materia de violencia de género, que nos ha obligado a interesarnos, 
desafortunadamente, por los 13 asesinatos de mujeres a manos de aquellos hombres con los que 
tuvieron una relación afectiva.

Dejamos lanzado el deseo de que esta somera pero brutal reseña, no haya de ocupar lugar en nuestro 
Informe para el próximo ejercicio 2016, con la expresión de nuestra más profunda solidaridad, apoyo y 
pesar a las familias de las mujeres víctimas de esta lacra.

Como venimos efectuando desde hace ya varios años, esta Defensoría ha seguido incoando queja de oficio 
cada vez que hemos tenido conocimiento de la muerte de una mujer a causa de la violencia de género y ello 
como Institución encargada de la defensa de los derechos fundamentales, entre otros de los consagrados 
en los artículos 10 y 15 de la Constitución Española, cuando la presunta violación de los mismos afecten a 
las mujeres y teniendo en cuenta lo previsto en el artículo 16 del Estatuto de Autonomía para Andalucía, 
según el cual las mujeres tienen derecho a una protección integral contra la violencia de género, que incluirá 
medidas preventivas, medidas asistenciales y ayudas públicas.

De nuevo esta año, Andalucía ocupa el deshonroso primer puesto de víctimas mortales por violencia 
de género. En total las mujeres muertas por esta causa en 2015, fueron 56, frente a las 53 del año 2014, 
siendo la Comunidad de Andalucía la que ocupa el primer lugar con 13 mujeres fallecidas; aunque a final 
de año había 5 casos más en investigación, que de corroborarse que se trataron de muertes por violencia 
de género, el número de víctimas mortales en Andalucía subiría a 15.

De las 56 víctimas, el 64,3% eran españolas y el 35,7%, extranjeras. Sólo 9 habían denunciado su situación 
de violencia y en 4 casos la denuncia la habían presentado otras personas; en este año no se retiró ninguna 
de estas denuncias; solo 8 habían solicitado medidas de protección y 6 la obtuvieron y solamente 4 tenían 
en el momento de los hechos medidas de protección en vigor. En tres casos se produjo el quebrantamiento 
de la medida de protección con consentimiento de la víctima y en 1 sin consentimiento de la misma.

En cuanto a la edad, la banda de edad en la que se produjeron más muertes fue la de los 41 a 50 años, 
seguida de los 31 a 40 y de los 21 a los 30. El 66,1% convivía con sus agresores y el 33,9% no convivía. El 
51,8% de las mujeres fue asesinada estando en una relación de pareja y en el 48,2% se trababa de expareja 
o en fase de ruptura.
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Por lo que se refiere a los agresores, 43 eran de nacionalidad española, el 76,85, y 13 extranjera, 23,2%. La 
mayoría con edades comprendidas entre los 41 y 50, 31-40 y 51-64. 15 consumaron el suicidio después 
de la agresión y 6 lo intentaron.

Asimismo, quedaron 51 personas menores de 18 años, hijos e hijas, huérfanos a causa de la violencia de 
género, con lo que se ha aumentado en 10, el número de niños y niñas que quedaron en esa situación por 
el fallecimiento de su madre, aunque afortunadamente este año, ninguna persona menor fue asesinada a 
manos de su progenitor, a diferencia del año 2014, en el que 6 de estos menores perdieron la vida en los 
mismos crímenes por violencia de género, que eran hijos o hijas del agresor.

De las investigaciones de oficio llevadas a cabo por esta Defensoría, algunas de ellas aún en marcha, en la 
mayoría de los casos las víctimas no habían interpuesto denuncia previa, ni los organismos públicos con 
competencia en la materia, especialmente los más cercanos a la ciudadanía, como son los Servicios Sociales 
Comunitarios y Centros Municipales de Información a la Mujer tenían noticias de que pudiera haber una 
posible situación de maltrato.

De las frías estadísticas se deduce la gran importancia que tienen las medidas preventivas así como la 
adecuada valoración del riesgo, con la finalidad de adoptar las acciones de protección necesarias encaminadas 
a impedir que hechos de esta brutal naturaleza puedan repetirse.

Llama la atención que de las 56 mueres asesinadas, solo 9 hubieran interpuesto denuncia previa por ellas 
mismas y en 4 ocasiones por otras personas del entorno. Otro dato que llama la atención es las pocas 
solicitudes de protección efectuadas así como el que solo cuatro de las mujeres asesinadas tuvieran 
órdenes de protección en vigor.

Por otra parte, también se ha producido un aumento de denuncias en general, lo que ha llevado a que 
las Administraciones hayan declarado que la violencia machista es una «cuestión de Estado» que requiere 
unidad, coordinación, y la colaboración de todas ellas, porque aunque se ha avanzado y mucho en las 
diversas medidas existentes para combatir esta lacra, parece ser que aún no son suficientes para acabar 
definitivamente con la misma.

1.9 MENORES
1.9.1 Introducción
...

Hace unos años se inició un proceso consensuado entre las distintas fuerzas políticas para modificar el 
sistema de protección de las personas menores de edad. Este importante proyecto ha visto la luz finalmente 
en 2015 con la aprobación de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio, de modificación del sistema de 
protección a la infancia y a la adolescencia, y de la Ley 26/2015, de 28 de julio, de modificación del sistema 
de protección a la infancia y a la adolescencia.

Ambas normas realizan una profunda reforma de dicho sistema y afecta a una veintena de leyes más en 
todo aquello que se refiere a asuntos de menores, entre ellas la Ley de Enjuiciamiento Civil, la Ley Orgánica 
del Poder Judicial, la Ley de los derechos y libertades de los extranjeros en España, o la Ley Orgánica contra 
la violencia de género. 

Estos sustanciales cambios se han extendido a uno de los pilares angulares del sistema de protección a la 
infancia: el interés superior del menor. Un concepto jurídico indeterminado que ha sido objeto de debate 
y de distintas interpretaciones con el objetivo último de asegurar el completo y efectivo ejercicio de todos 
los derechos y el desarrollo integral del niño o niña.



Desglose por materias · IAC 2015 10. Justicia, prisiones y política interior · 26

La nueva Ley define el interés superior del menor con un triple contenido. El primero de ellos como derecho 
a que cuando se adopte una medida que concierne al niño o niña sus intereses hayan sido evaluados 
y, en el caso de que existan intereses de otras personas, se hayan ponderado ambos a la hora de adoptar 
una solución. También como principio general de carácter interpretativo, de manera que ante posibles 
interpretaciones, se elegirá siempre la que corresponda a los intereses del niño. Y finalmente como 
norma de procedimiento con todas las garantías, para que en caso de que dicho procedimiento vulnere 
el derecho, se pueda solicitar el amparo de los tribunales de justicia.

...

1.9.2 Análisis de las quejas admitidas a trámite
1.9.2.2 Maltrato a menores
...

Uno de los inconvenientes de todo procedimiento administrativo o judicial en que se dilucide un 
posible caso de malos tratos a menores es evitar la multiexplorarión, o la repetición de tomas de 
declaraciones del menor, rememorando los hechos acaecidos. 

Para evitar esta situación tramitamos la queja remitida desde el Ararteko. Se trataba de una persona residente 
en Euskadi, a donde trasladó su residencia procedente de Andalucía. Esta persona se mostraba disconforme 
con una citación que había recibido para que su hijo prestase declaración ante la Audiencia Provincial de 
San Sebastián, todo ello en relación con un procedimiento penal por abusos sexuales de los que había sido 
víctima en Cádiz y que se tramitaba por la Audiencia Provincial de Cádiz. La madre invocaba los derechos de 
su hijo y solicitaba que se hiciese lo posible para evitar los daños inherentes a la rememoración reiterada 
de dichas vivencias por el menor, al constar en el expediente declaraciones anteriores realizadas por su 
hijo, así como estudios realizados por profesionales designados por la Administración (queja 15/2070).

...

1.9.2.4 Medidas de protección; acogimiento familiar, 
acogimiento residencial y adopciones
...

También hemos de destacar las actuaciones iniciadas tras tener conocimiento por noticias publicadas 
en distintos medios de comunicación de Andalucía del incendio ocurrido en un centro residencial de 
protección de menores de Sevilla capital. Según las crónicas periodísticas, la humareda provocada por el 
incendio afectó a uno de los menores y a un educador, siendo preciso su traslado a urgencias del hospital. 
Al parecer, el incendio tuvo su origen en la cocina y pudo ser sofocado gracias a la rápida intervención del 
servicio de bomberos, sin que aparentemente se produjeran excesivos daños en el inmueble.

El mencionado suceso tiene especial interés para esta Institución por cuanto hubiera podido afectar a los 
menores alojados en el mencionado centro, sobre quienes la Administración ha de ejercer los deberes 
inherentes a su tutela o guarda. Así pues, tras solicitar la emisión de un informe sobre lo sucedido a la 
Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales de Sevilla, pudimos constatar que el incendio 
fue provocado por un incidente fortuito, ajeno al normal funcionamiento del centro residencial. Uno de los 
menores precisó ser trasladado a un centro hospitalario para que fuese evaluado el cuadro de ansiedad 
que presentaba, siendo dado de alta a continuación sin ninguna reseña significativa.
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En cuanto a la reacción de los responsables del centro tras conocer el incidente, en el informe se indica que 
de forma inmediata se cumplió con el protocolo de autoprotección en casos de emergencia. A los pocos 
días del incidente se repuso el mobiliario y enseres dañados, procediendo a reparar los desperfectos en 
las instalaciones. También se cumplieron las indicaciones dadas por los inspectores de servicios sociales 
que se desplazaron al lugar de los hechos (queja 15/0945).

...

1.9.2.5 Responsabilidad penal de menores
A finales de 2014 presentamos al Parlamento de Andalucía un Informe sobre la atención que reciben 
los chicos y chicas en centros de internamiento de Andalucía. Un trabajo que analiza la labor que 
desarrollan estos recursos para la reeducación y reinserción social de los menores y jóvenes internos, y en 
el que hemos pretendido, además, incrementar la visibilidad de los centros de internamiento cara a una 
sociedad que después ha de reintegrar a quienes en edades tempranas se han visto privadas de libertad 
por actos delictivos graves.

Nuestra investigación nos permitió hacer una valoración ciertamente positiva de la atención que reciben los 
menores en estos recursos. Sin embargo hemos propuesto una serie de mejoras referidas a la distribución 
de plazas de los centros de internamiento en las distintas provincias. Hemos solicitado la eliminación de las 
concertinas de estos recursos, y la mejora de la defensa jurídica del menor infractor. También demandamos 
un reconocimiento oficial a la formación del menor en el centro y un nuevo régimen jurídico de la prestación 
por desinternamiento.

A lo largo de 2015 hemos celebrado dos jornadas con el propósito de reflexionar conjuntamente con todos 
los agentes que intervienen en este complejo escenario sobre aspectos claves y retos de futuro para el 
menor infractor, teniendo en cuenta los sustanciales cambios producidos en los últimos años en el perfil de 
los menores que cometen actos delictivos. También ha sido nuestra voluntad poner de relieve las buenas 
prácticas que se realizan para la reeducación y reinserción del infractor.

En cuanto al cumplimiento de las recomendaciones formuladas en el Informe, hemos de recordar que 
en el momento de elaborar el señalado trabajo nos encontrábamos con un marco jurídico regulador de 
aspectos de los recursos de internamiento en Andalucía no adaptado en su totalidad a las características 
de los servicios que se prestan en aquellos. Es por ello que demandamos una normativa reglamentaria 
que desarrolle y regule la organización, el funcionamiento y las características de los centros de 
internamiento de menores infractores. Esta petición se ha visto cumplida con la publicación de Decreto 
98/2015, de 3 de marzo, por el que se regula la organización, funcionamiento y características de los 
Centros de Internamiento de Menores Infractores de Andalucía y se crea la Comisión Andaluza de Centros 
de Internamiento de Menores Infractores.

Por otro lado, y conforme a nuestras peticiones, se está procediendo a la eliminación de los centros de 
internamiento de las denominadas concertinas.

Y para concluir, como seguidamente detallaremos, se ha dado cumplimiento a una demanda que llevamos 
reiterando en los últimos años: la existencia de un centro de internamiento para menores infractores en 
Huelva, ya que era ésta la única provincia de Andalucía que no contaba con este tipo de recurso, limitando 
con ello el ejercicio del derecho de los menores de esta zona a cumplir la medida de internamiento en un 
lugar próximo al domicilio familiar.

En todo caso, una vez transcurrido un año de la elaboración del señalado trabajo, teniendo en cuenta la 
trascendencia de las medidas que se solicitan en el mismo, muchas de las cuales precisan de un largo 
tiempo para su implementación, será en el próximo Informe cuando podemos dar mayor detalle acerca 
del cumplimiento de nuestras recomendaciones.

En cuanto a las quejas relativas al cumplimiento de las medidas impuestas por los Juzgados de Menores 
hemos de destacar, en primer lugar, la controversia suscitada en torno al centro Tierras de Oria. Recibimos 
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una denuncia sobre determinados hechos, publicitados ampliamente en distintos medios de comunicación, 
relativos a posible maltrato a menores internos en dicho centro. El denunciante se quejaba de que hubiera 
trascendido a la prensa el contenido de determinadas actuaciones judiciales y que por parte de la dirección 
del centro se hubiera descalificado el contenido de su denuncia.

Sobre este asunto, habríamos de esperar a las diligencias de investigación consecuentes a la denuncia, las 
cuales se realizarían conforme a lo establecido en los artículos 269 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal. Dichas actuaciones habrán de realizarse de forma inexcusable salvo que los hechos no revistieran 
carácter de delito o que la denuncia fuere manifiestamente falsa. Con posterioridad se habrá de pronunciar 
el Juzgado sobre el posible inicio de un procedimiento penal y su ulterior resultado. 

No obstante, con independencia de la investigación de los hechos en sede judicial nos constaba que 
la Consejería de Justicia también venía realizando una investigación interna para descartar posibles 
irregularidades y garantizar con ello el cumplimiento de los estándares de calidad en la prestación del 
servicio. De igual modo, por parte de esta Institución, tras tener conocimiento de los hechos por noticias 
publicadas en distintos medios de comunicación, decidimos iniciar, de oficio, un expediente de queja 
para disponer de información detallada al respecto y valorar las actuaciones que estuviera realizando la 
Junta de Andalucía. De este modo la Viceconsejería de Justicia e Interior nos remitió copia del Decreto de 
la Fiscalía Provincial de Almería, Sección de Menores, por el que se procedía al archivo de las diligencias 
informativas 2/2015, abiertas tras la publicación en diversos medios de comunicación social de imágenes 
sobre supuestos malos tratos en el tratamiento a menores que cumplen medida de internamiento en el 
centro “Tierras de Oria” de Almería. 

En el decreto de la Fiscalía se señalaba que, tras la práctica de las actuaciones oportunas, se constataba 
la no existencia de infracción alguna por parte del director del centro ni de sus trabajadores en la 
aplicación de las medidas de contención, y en concreto de sujeción mecánica a los menores internados 
(queja 15/1221).

Por otro lado hubimos de responder a la reclamación que nos efectuó un colectivo de trabajadores de dicho 
centro “Tierras de Oria” lamentándose de las negativas consecuencias que para la convivencia ordinaria 
en el centro y para el desempeño de su trabajo profesional había traído consigo la denuncia efectuada 
por un particular sobre trato vejatorio a menores internos, la cual estuvo acompañada de imágenes de 
vídeo que supuestamente habrían sido captadas en el centro, y que habían sido ampliamente difundidas 
en diferentes medios de comunicación de toda España. 

Descalifican en su escrito al autor de dicha denuncia por considerar que la misma había sido realizada de 
mala fe, tergiversando los hechos con la intención de perjudicarles, y por ello solicitaban la intervención de 
esta Institución para que se esclareciera lo sucedido y se reparasen los daños causados a la buena imagen 
del centro y su labor profesional.

A este respecto respondimos al citado colectivo profesional que habríamos de estar al resultado de la 
investigación que se estaba produciendo tanto por parte de la Administración como en sede judicial, ello 
sin dejar de recordarles lo expuesto en el informe especial que esta institución presentó ante el Parlamento 
de Andalucía el pasado año 2014, realizado tras visitar in situ los diferentes centros de internamiento 
existentes en nuestra Comunidad Autónoma, en el cual destacamos nuestra valoración general positiva de 
la atención que se presta en estos recursos a todos aquellos menores y jóvenes que, habiendo cometido 
una actividad delictiva, se encuentran cumpliendo una medida privativa de libertad, valoración que se hacía 
extensible al centro para menores infractores “Tierras de Oria” (queja 15/1131).

Otra cuestión destacada durante el ejercicio 2015 fue la relativa a la deseada ubicación de un centro para 
el internamiento de menores infractores en la provincia de Huelva, al ser ésta la única de Andalucía que 
carecía de este equipamiento. Esta buena noticia vino acompañada de una agria polémica protagonizada 
por un colectivo de vecinos que habitaban viviendas cercanas al lugar seleccionado por la entidad 
adjudicataria del contrato.

Y esta Institución tampoco fue ajena a dicha polémica, recibiendo diferentes reclamaciones de colectivos 
de personas disconformes con la ubicación escogida en la localidad de Aljaraque. En tales quejas se 
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argumentaba que en las inmediaciones del centro se localizaban otros equipamientos sociales tales 
como una guardería infantil, un centro escolar de infantil, secundaria y bachillerato, una residencia para 
personas mayores, además de la zona residencial.

Si rememoramos lo ocurrido en nuestra Comunidad Autónoma con instalaciones semejantes en otras 
provincias nos encontramos con actitudes de rechazo similares, cual si las actividades propias de un 
centro de internamiento para menores infractores lo convirtieran en un equipamiento especialmente 
peligroso o que implicara la necesidad de mantenerlo completamente alejado de cualquier núcleo 
urbano. La experiencia acumulada en la instalación y gestión de recursos similares ha demostrado que 
el funcionamiento de este tipo de centros lejos de producir inconvenientes ha contribuido incluso a 
mejorar las zonas en que se ubican, revitalizando la actividad económica del lugar.

Sea como fuere, no resultó incluso necesario emitir ningún pronunciamiento al respecto, toda vez que 
la entidad seleccionada no pudo hacer frente a la adquisición del inmueble señalado en el proyecto 
con el que resultó adjudicataria, por lo cual el contrato finalmente fue suscrito con otra entidad, la cual 
aportó un proyecto diferente cuya ubicación estaba prevista en un inmueble ubicado en la localidad 
de Gibraleón, sin que hasta el momento tengamos constancia de rechazo social a esta ubicación, cuya 
inauguración esta prevista realizar durante el año 2016 (queja 15/5369 y queja 15/5368). 

Otra actuación que queremos destacar es la realizada de oficio para interesarnos por las circunstancias 
del suicidio de un interno en el centro “Marchenilla”, de Algeciras (Cádiz). El joven, de 20 años 
de edad, se había quitado la vida en su propia habitación ahorcándose con una sábana, y aunque 
recibió atención médica de emergencia el desenlace del incidente tuvo las funestas consecuencias 
reseñadas. Los hechos ocurrieron durante la madrugada del viernes 19 de septiembre, movilizándose 
inmediatamente el dispositivo de seguridad y alertando al Juzgado para personarse en el centro para 
el levantamiento del cadáver.

En un comunicado emitido para conocimiento de los medios de comunicación, el comité de empresa del 
centro, tras lamentar la pérdida tan trágica del interno, hizo hincapié en la profesionalidad y dedicación 
del personal que presta sus servicios en el centro y como se habían cumplido los protocolos establecidos. 

Tras incoar el expediente, y con independencia de la actuación judicial que en esos momentos se estaba 
desarrollando para dilucidar las circunstancias concretas del fallecimiento del interno, interesaremos de 
la Dirección General de Justicia Juvenil la emisión de un informe alusivo a las actuaciones administrativas 
desarrolladas tras conocer la autolisis protagonizada por el joven interno, así como las anteriormente 
realizadas en su programa educativo personalizado que pudieran haber requerido su inclusión en el 
programa especial de prevención de suicidios.

Se trataba de un lamentable suceso, no querido por nadie, y todos los indicios apuntaban al cumplimiento 
por parte del centro de las directrices marcadas en el encargo institucional. Pero, aún siendo esto así, y 
sin poner en duda la diligencia y empeño en dicha labor, nuestra obligada perspectiva de Defensor del 
Menor nos obligaba a ir más allá e intentar promover acciones que profundizasen en la identificación de 
aquellas prácticas administrativas, criterios organizativos, configuración arquitectónica u cualquier otro 
aspecto de mayor debilidad del recurso y que a la postre no contribuyeron a evitar el suicidio.

Por todo ello, culminamos nuestra intervención recalcando a la Administración nuestra esperanza de que 
la propia investigación iniciada por la Administración -la cual se nos anunciaba en el informe que nos fue 
remitido- arrojara conclusiones provechosas que permitieran perfeccionar los protocolos de funcionamiento 
con la intención de prevenir de forma efectiva sucesos tan funestos como el acaecido (queja 14/4456).
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1.9.2.6 Menores con necesidades especiales
...

En el ejercicio al que se refiere esta Memoria hemos culminado nuestra intervención respecto de la actuación 
de diferentes hospitales públicos de Andalucía en relación con diversas trabas burocráticas para la 
expedición del certificado de nacimiento de menores inmigrantes cuyas madres en esos momentos 
carecían de suficiente identificación documental.

Las dificultades burocráticas expuestas cobran especial dimensión si se tiene en cuenta la exigencia 
impuesta en el artículo 46 de la Ley 20/2011, de 21 de julio, del Registro Civil, a la dirección de hospitales, 
clínicas y establecimientos sanitarios, para comunicar, en el plazo de 24 horas a la Oficina del Registro Civil 
que corresponda cada uno de los nacimientos que hayan tenido lugar en su centro sanitario.

Dicho artículo establece que el personal sanitario que asista al nacimiento deberá adoptar las cautelas 
necesarias para asegurar la identificación del recién nacido y que habrá de efectuar las comprobaciones 
establecidas reglamentariamente para determinar su filiación. Cumplidos los requisitos para la inscripción, la 
comunicación se realizará mediante la remisión electrónica del formulario oficial de declaración debidamente 
cumplimentado y firmado por los padres, siendo así que los firmantes deberán acreditar su identidad por 
los medios admitidos en Derecho.

Así pues, habida cuenta la reiteración de problemas burocráticos para la identificación de estos recién 
nacidos, nos cuestionamos la necesidad de unas instrucciones sobre el modo de proceder en tales 
supuestos que garantizasen un trámite ágil en estas situaciones sin merma de las garantías jurídicas para 
el menor y su madre.

La Dirección General de Asistencia Sanitaria y Resultados en Salud vino a reconocer la existencia de 
algunos problemas burocráticos puntuales en la gestión de dicha documentación, y como para su solución 
se encontraban en trámite de aprobación unas Instrucciones que se harían llegar a los distintos centros 
sanitarios afectados (queja 14/5834). 

Pero los problemas para la documentación de recién nacidos, hijos de madres inmigrantes, no sólo se 
dan en los hospitales donde éstos pudieran haber nacido, también hemos recibido quejas alusivas al 
Registro Civil. Así nos los hizo saber la dirección de la casa de acogida de Cruz Roja en Sevilla al mostrar 
su disconformidad con la actuación del Registro Civil de Sevilla al negar la inscripción de un recién nacido, 
hijo de una inmigrante irregular carente de documentación.

Nos decían que se habían dirigido al citado Registro en dos ocasiones presentando el certificado de 
nacimiento expedido por el hospital y que la respuesta del Registro había sido que no se podía registrar 
a un menor indocumentado aunque apareciera su nombre y el de su madre en un documento expedido 
por el profesional que ha asistido al parto. 

Toda vez que el órgano administrativo cuya actuación se sometía a nuestra supervisión estaba incardinado 
en Administración del Estado, dimos traslado de la queja al Defensor del Pueblo Español, institución que 
nos informó que se había solicitado información a la Secretaría de Estado de Justicia acerca de los requisitos 
para la inscripción de nacimientos ocurridos en España. En su respuesta, el citado organismo señala que la 
Ley del Registro Civil establece en su artículo 16.1 que los nacimientos se inscribirán en el Registro Municipal 
o Consular del lugar en que acaecen (queja 1 5/1619).

...

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/preguntamos-al-sas-por-el-procedimiento-para-identificar-a-recien-nacidos-de-madres-inmigrantes-que
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1.9.2.7 Familias
...

Otro foco de nuestro interés se encuentra en el correcto funcionamiento de los puntos de encuentro 
familiar (PEF). Estos recursos se conciben como un servicio temporal y excepcional que la Administración 
facilita a la ciudadanía con el fin de disponer de un espacio neutral en el que favorecer el derecho esencial 
de los niños y niñas a mantener relaciones con sus progenitores y familiares, cuando debido a situaciones 
de ruptura familiar, así se establezca por resolución judicial, una vez agotadas todas las vías de acuerdo 
entre los progenitores. Las familias que utilizan el servicio suelen estar envueltas en procesos de ruptura 
conflictivos, por lo que es habitual recibir quejas de una de las partes denunciando falta de objetividad de 
los profesionales que prestan sus servicios en los pef a favor de la otra parte. 

En este ámbito traemos a colación las actuaciones que realizamos en la queja 14/4409  interesándonos 
por el lugar concreto en que se encuentran ubicadas dichas dependencias en la provincia de Almería: El 
Punto de Encuentro Familiar se ubica en el edificio de los Juzgados de Almería, contiguo al Juzgado de 
responsabilidad penal de menores y Fiscalía de Menores, compartiendo sala de espera, aseos, e incluso 
sirviendo los pasillos del - como vía de acceso ocasional a los despachos de la Fiscalía y Juzgado.

Es por ello que, tras realizar una visita a las instalaciones del aludido recurso, y a pesar de encontrándose 
éstas en correcto estado de uso y con una percepción favorable de sus dotaciones y funcionalidad, 
albergamos ciertas dudas sobre la idoneidad su ubicación y ello ante la posibilidad de que los menores 
o sus familias pudieran compartir vivencias o situaciones de tensión que no son extrañas a Juzgados de 
responsabilidad penal, las cuales creemos que en poco contribuyen al normal desarrollo de las visitas en 
situaciones de conflicto familiar.

En consecuencia formulamos una sugerencia que fue respondida por la Viceconsejería de Justicia e Interior 
en sentido favorable a nuestra resolución, indicando que una vez concluyese la vigencia del actual contrato 
con la entidad gestora del recurso, en la siguiente licitación se revisaría la ubicación para que estuviese en 
el lugar más adecuado para el desarrollo de sus funciones, todo ello dentro de la legalidad vigente.

...

1.9.2.8 Personal de instituciones y organismos al 
servicio de menores
...

Los equipos psicosociales de apoyo a la Administración de Justicia fueron creados al amparo del artículo 
92.5 del Código Civil, que señala que el juez, de oficio o a petición de los interesados podrá recabar el 
“dictamen de especialistas”. Se trata de unos Equipos compuestos por profesionales que asisten al Juez en 
los procesos contenciosos de familia, y las decisiones que adopten en el ejercicio de sus funciones tendrán 
una enorme incidencia en el futuro de los menores. Dicho personal tiene la condición de personal fijo de 
los servicios de apoyo a la Administración de Justicia de la Junta de Andalucía. 

Durante 2015 hemos recibido reclamaciones relativas a la praxis profesional de quienes integran 
dichos Equipos. Los reclamantes expresan su disconformidad con la actividad indagatoria efectuada 
por los profesionales sobre la intimidad familiar, por considerarla irrelevante o sin conexión con el 
fin pretendido; en otras ocasiones se discrepa con la técnica utilizada, por considerarla inapropiada, 
desproporcionada e incluso en algunas ocasiones ofensiva; también por el sesgo ideológico desviado en 
la interpretación de determinados hechos o en la plasmación de criterios en el informe que en última 
instancia se remite al Juzgado.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/en-cuanto-sea-posible-es-necesaria-una-nueva-ubicacion-del-punto-de-encuentro-familiar-de-almeria
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Estas personas han reclamado a los respectivos colegios profesionales (psicología y trabajadores sociales) 
desde donde se indica la imposibilidad de supervisar su actuación, conforme a los criterios técnicos y 
deontología profesional, al no estar tales profesionales inscritos en el mencionado colegio y, por tanto, 
no sujetos a la disciplina colegial. Y ello porque hay una interpretación pacífica acerca de que cuando el 
profesional presta servicios al ciudadano sí es necesaria la colegiación, pero cuando quien presta el servicio 
es la Administración- de justicia en este caso- a través del profesional, la colegiación no será obligatoria.

Bajo estos criterios, las personas afectadas se encuentran con que la Junta de Andalucía que contrata a dichos 
profesionales no entra a valorar tales cuestiones por considerarlas propias del ámbito de intervención del 
respectivo colegio profesional, y simultáneamente el colegio profesional niega su capacidad de supervisión 
y control en tanto el concreto profesional no estuviese inscrito y adherido a la disciplina colegial.

Se trata de una asunto sumamente complejo. Por un lado nos encontramos con una escasa regulación 
para los Equipos psicosociales a los que los órganos judiciales requieren para auxiliarles ante la dificultad 
de las cuestiones que se les plantean, relacionadas con el comportamiento individual, social o en familia, la 
dinámica de las relaciones interpersonales y sus efectos en el individuo y su entorno de convivencia, todo 
ello con incidencia destacada en la decisión que se hubiera de adoptar en litigios civiles de derecho de 
familia o conexos con éstos, en especial si existieran menores afectados. Y por otro lado, está pendiente 
de aprobación definitiva la normativa estatal que en desarrollo de la Ley de Colegios Profesionales venga 
a clarificar qué profesiones son objeto de colegiación obligatoria y cuáles no, así como las posibles 
peculiaridades de dicha colegiación.

Nos consta que el Defensor del Pueblo Español viene realizando actuaciones en relación con esta última 
cuestión, en especial por el problema que plantea el retraso en la aprobación de la normativa comprometida 
en la disposición transitoria cuarta de la ley 25/2009, de 22 de diciembre, antes aludida. 

Ahora bien, hasta tanto se lleve a cabo la aprobación de la normativa señalada, y para evitar que las 
reclamaciones de los ciudadanos en este ámbito queden sin resolver, hemos recomendado a la Consejería de 
Justicia que promueva acuerdos con los respectivos colegios profesionales de psicólogos/as y trabajadores/
as sociales radicados en Andalucía para consensuar criterios de actuación exigibles a los profesionales 
integrantes de los equipos psicosociales, aprobando a tales efectos los correspondientes protocolos de 
actuación (queja 13/6194).

...

1.9.3 Actuaciones de oficio, Colaboración de 
las Administraciones y Resoluciones 
• Q15/0603, dirigida a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, relativa al modo en que se 
ejecutan las medidas de contención mecánica en el centro de internamiento de menores infractores 
“Tierras de Oria” en Oria (Almería).

• Q15/0901, dirigida a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, relativa a la situación de un 
menor que cumple medida de internamiento en el centro “La Marchenilla” en Algeciras (Cádiz) que no está 
recibiendo el tratamiento terapéutico de drogodependencia que precisa.

• Q15/0945, dirigida a la Delegación Territorial de Igualdad, Salud y Políticas Sociales en Sevilla, relativa a 
un incendio ocurrido en un centro de protección de menores de Sevilla.

• Q15/1293, dirigida a la Dirección General de Justicia Juvenil y Cooperación, relativa al cumplimiento de 
medida de libertad vigilada de un menor en Italia, su país de origen.

http://www.defensordelmenordeandalucia.es/pedimos-un-protocolo-de-actuacion-para-los-equipos-psicosociales-adscritos-a-los-juzgados
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/actuacion-de-oficio-ante-denuncia-por-presuntos-malos-tratos-en-centro-de-menores-de-almeria
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/actuamos-de-oficio-ante-el-incendio-en-un-centro-de-proteccion-de-menores-de-sevilla
http://www.defensordelmenordeandalucia.es/un-adolescente-internado-en-centro-de-menores-cuya-familia-reside-en-italia-nos-pide-ayuda-para-la
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1.11 SERVICIOS DE INTERÉS GENERAL Y 
CONSUMO
1.11.1 Introducción
...

Un aspecto muy relacionado con la situación de pobreza energética e hídrica es la reiteración de conductas 
defraudatorias, propiciadas, en muchos casos, por la desesperación de las familias ante la privación de 
unos bienes tan esenciales para su vida diaria.

Esta situación debe abordarse de manera prioritaria, tanto para erradicar este tipo de conductas como 
para solventar las circunstancias que han podido dar lugar a la misma. Esta línea de actuación entendemos 
que debiera ir acompañada de las oportunas campañas de información a la población con objeto de poner 
en su conocimiento las consecuencias jurídicas y económicas derivadas de la defraudación, así como las 
posibilidades existentes para facilitarles el pago de las facturas cuando la situación económica fuese la 
que podría justificarla.

Como novedades legislativas en la materia debemos señalar la modificación operada en el Código Penal, 
operada por Ley Orgánica 1/2015, de 30 de marzo, y vigente a partir del 1 de julio de 2015.

La defraudación de fluido eléctrico y análogos, entre los que se citan gas, agua, telecomunicaciones u 
otro elemento, energía o fluido ajenos, tiene ahora la consideración de delito con independencia del 
importe económico de lo defraudado, mientras que con la normativa anterior se distinguía entre delito y 
falta en función del valor de lo defraudado.

Ahora la diferencia estriba en la cuantía de la pena a imponer, bien una multa de tres a doce meses, o 
bien de uno a tres meses si la cuantía de lo defraudado no excediere de 400 euros. No obstante siempre 
tendrá la consideración de delito por lo que, una vez firme la sentencia de condena, se inscribirá en el 
Registro Central de Penados donde constará como antecedentes penales hasta la fecha en que legalmente 
proceda su cancelación.

...
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3. QUEJAS NO ADMITIDAS Y SUS CAUSAS
3.2 De las quejas remitidas a otras instituciones 
similares

3.2.6 Justicia, prisiones, política interior y extranjería
Así en la queja 15/0797 un soldado profesional explicaba sus dificultades a partir de sufrir un accidente 
y procedimos a derivar su asunto a la institución estatal. También remitimos el caso de la queja 15/1599, 
donde una familia nos pedía que impulsáramos la repatriación del cadáver de su hijo fallecido en un penal 
de Lisboa; además procuramos gestionar que dispusieran de representación y asesoramiento legal en el 
país vecino para atender el proceso que comenzaba para esclarecer este terrible suceso. 

En otro orden de asuntos, las quejas contra actuaciones de agentes de la Seguridad del Estado también 
son elevadas al Defensor estatal para su conocimiento. Es el caso de la queja 15/2660, queja 15/2786, queja 
15/2790, queja 15/2791, queja 15/2180, queja 15/2239, queja 15/3563, queja 15/3683, queja15/3775 o 
la queja 15/4098.

Otro supuesto habitual de remisión son las quejas que aluden a casos de malos tratos en los centros 
penitenciarios y que trasladamos al Defensor Estatal habida cuenta de que afectan al funcionamiento 
de la Secretaría General de Instituciones Penitenciarias, integrada en el Ministerio del Interior. Son casos 
expresados en la queja 15/0041, queja 15/288, queja 15/1111, queja 15/2345, queja 15/2918, queja 15/3421 
o en la queja 15/5352. Son casos que nos preocupan y que merecen sin duda una clarificadora respuesta 
por parte de la administración responsable si bien, en su mayoría, somos informados con posterioridad 
de que se derivan a los correspondientes procedimientos judiciales.

3.2.8 Menores
Se ha remitido a la Institución del Defensor del Pueblo de las Cortes Generales, en asuntos referidos a 
menores, un expediente de queja (queja 15/1619) por la negativa del Registro Civil de Sevilla a inscribir 
a un recién nacido, hijo de una inmigrante irregular carente en esos momentos de documentación 
acreditativa de su identidad. 

3.3 De las quejas rechazadas y sus causas
3.3.1 Quejas anónimas
Dentro de los asuntos sobre Medios de Comunicación, sólo debimos inadmitir un expediente por ser 
anónimo, la queja 15/2183, donde se protestaba por la acogida en los contenidos de Canal Sur de actividades 
de una entidad que consideraba como un grupo sectario que no debería ser difundido en un medio de 
titularidad pública. 

3.3.3 No irregularidad
En materia de Política Interior, no pudimos admitir 3 quejas por no apreciar, con las imprescindibles 
garantías, comportamientos irregulares de la Administración. Es el caso de la queja 15/1600, relativa a 
una entidad vecinal por supuestas discrepancias en materia de seguridad ciudadana; o la queja 15/2155 
sobre la denegación del registro de una candidatura electoral por discrepancias internas de los militantes.
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No pudimos admitir 19 quejas por no apreciar, con las imprescindibles garantías, comportamientos 
irregulares de la Administración en materia de Administración de Justicia. Es el caso de la queja 15/1017, 
queja 15/1666, queja 15/3191, queja 15/4370 y queja 15/ 4824 sobre denegación del derecho de justicia 
gratuita sin apreciarse motivos de discrepancia. O el caso de la queja 15/2241 y la queja 15/1937 protestando 
por actuaciones de la Administración de Justicia sin apreciarse justificación alguna de sus reclamaciones.

En materia de Prisiones, no pudimos admitir 7 quejas por no apreciar, con las imprescindibles garantías, 
comportamientos irregulares de la Administración. Es el caso de la queja 15/1503, relativa a un expediente 
de expulsión de preso extranjero; la queja 15/1663 sobre la denegación de un destino remunerado en 
prisión, o la queja 15/2455  en la que se planteaba la denegación de una serie de permisos penitenciarios 
de una reclusa.

3.3.4 Jurídico-privadas
No pudimos admitir la queja 15/0062, queja 15/0442, queja 15/2602 y la queja 15/5536 en materia de 
Administración de Justicia,  ya que planteaban asuntos de naturaleza jurídico-privada en los que carece 
de capacidad supervisora el Defensor del Pueblo Andaluz. En estas quejas se expresaban desavenencias 
y conflictos familiares de diverso tipo.

3.3.5 Sin competencia
La Institución no pudo tramitar 2 quejas en materia de Extranjería por exceder la cuestión planteada de 
las competencias del Defensor del Pueblo Andaluz. Es el caso de la queja 15/1371 en la que se discrepaba 
por la valoración errónea de un matrimonio para obtener la residencia y la queja 15/4445 en la que se nos 
pedía ayuda económica para trasladar a su hijo desde el extranjero. En todos estos casos, procuramos 
ofrecer una explicación para motivar la no admisión de la queja, a la vez que asesoramos a las personas 
interesadas el modo en el que deben canalizar sus pretensiones.

La Institución no pudo tramitar 17 quejas por exceder la cuestión planteada de las competencias del Defensor 
del Pueblo Andaluz. En materia de Política Interior, la gran mayoría de los ejemplos tratan de asuntos 
que deben plantearse propiamente ante las dependencias de la Administración Central competente. Es 
el caso, por ejemplo, de la queja 15/1055 en la que se aludía a la actitud abusiva de agentes del Cuerpo 
Nacional de Policía en el curso de un control. También se alude a casos de supuestos abusos o inadecuados 
comportamientos de las FSE en la queja 15/5292, queja 15/5526 o la queja 15/5672.En todos estos casos, 
procuramos ofrecer una explicación para motivar la no admisión de la queja, a la vez que asesoramos a 
las personas interesadas el modo en el que deben canalizar sus pretensiones.

La Institución no pudo tramitar 60 quejas en materia de Justicia por exceder la cuestión planteada de las 
competencias del Defensor del Pueblo Andaluz. Es el caso de la queja 15/0394 en la que se pedía nuestra 
intervención para dirimir un conflicto familiar; o la queja 15/0506 donde se alegaba la inocencia ante un delito 
ya sentenciado; la queja 15/0898 pidiendo la reparación de daños causados por las graves irregularidades 
detectadas en una notaría; o queja 15/2252 en la que una madre protestaba por la condena de sus hijos 
y pedía nuestra intervención. Como vemos, la gran mayoría de los ejemplos tratan de asuntos que deben 
plantearse propiamente ante los tribunales de justicia para lograr la pretensión deseada por el promotor 
de la queja. En todos estos casos, procuramos ofrecer una explicación para motivar la no admisión de la 
queja, a la vez que asesoramos el modo en el que deben canalizar sus pretensiones.

En materia de Prisiones, no se tramitaron 6 quejas por este motivo al tratarse de asuntos que deben 
plantearse propiamente ante la Administración Penitenciaria competente, más allá de aquellos casos en 
los que sí cabe ofrecer una vía de ayuda o asesoramiento. Es el caso de la queja 15/379 y la 15/585 en las 
que se reclamaba apoyo para sendos indultos y mejoras del régimen penitenciario; o la queja 15/1512 
alegando la injusticia de medidas sancionadoras en prisión; o la queja 15/5351 que la que se pedía que 
dispusiéramos unas medidas de acceso y visita a su hija mientras cumplía condena. En todos estos casos, 
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procuramos ofrecer una explicación para motivar la no admisión de la queja, a la vez que asesoramos a 
las personas interesadas el modo en el que deben canalizar sus pretensiones.

3.3.6 Sub-iudice
En cuanto a las quejas que no fueron admitidas por plantear asuntos sometidos al conocimiento de los 
tribunales de justicia, en materia de Política Interior la queja 15/0245. 

En cuanto a las 28 quejas que no fueron admitidas por plantear asuntos sometidos al conocimiento de los 
tribunales de justicia, citamos dentro de la materia de Administración de Justicia la queja 15/0943 sobre 
la discrepancia por la sentencia dictada sobre unos daños constructivos en la vivienda del interesado; o 
también la queja 15/1243 por disconformidad contra un fallo judicial.

Dentro de la materia de Prisiones la queja 15/259 sobre el recurso de un interno por no promocionar de 
grado. También está la queja 15/1852 por la revocación judicial de los permisos de salida de un recluso; o 
el caso de la queja 15/4185 de un preso que pretende contradecir la sentencia judicial dictada.

3.3.8 Sin recurrir previamente a la administración
Por no acceder a la dirección o identidad de la persona presentadora de la queja, en materia de Prisiones, 
no se pudieron admitir 3 quejas: la queja 15/2005, queja 15/2490 y queja 15/2601.

Por no recurrir previamente ante la Administración, en materia de Justicia, no se admitió a trámite la 
queja 15/1308 expresando su disconformidad con la actuación del personal de los órganos judiciales 
de Cádiz; o la queja 15/2593 y queja 15/5736 en las que se nos pedían medidas ante la actuación de 
diversos abogados sin haberse dirigido previamente a sus respectivos Colegios Profesionales comunicando 
dichas reclamaciones.

3.3.9 Sin pretensión
En materia de Política Interior no se admitió por esta causa la queja 15/2298 sobre valoraciones genéricas 
acerca de la más variopinta relación de temas relativos a aspectos relacionados con la seguridad ciudadana.

3.3.11 Desistimiento
Dentro de las materias referidas a la Administración de Justicia, apenas señalamos unos ejemplos de 
quejas que no pudimos tramitar ya que no se nos facilitaron, a pesar de requerirlo, los datos o informaciones 
que nos permitieran iniciar nuestras actuaciones.

Es el caso de la queja 15/40 sobre una reclamación de un constructor de retrasos en un proceso de 
reclamación de cantidades sin mayor concreción; o la queja 15/91 alegando la lentitud de la Justicia sin 
especificar el asunto judicial concreto al que se hacía referencia. En otro supuesto, plateado en la queja 
15/752 el interesado aludía a ser víctima de una estafa en Utrera, sin que pudiéramos conocer el Juzgado 
y asunto en que se tramitaba.

Dentro de las materias referidas a Prisiones, no se tramitaron por este motivo la queja 15/662 sobre una 
protesta expresa por la hermana de un interno que no alcanzaba a concretar sus peticiones; o la queja 
15/754 presentada por un recluso que alegaba una serie de retenciones que parecían superar los mínimos 
inembargables sin apuntar datos más específicos, sin mayor detalle ni referencia para poder identificar el 
expediente y analizarlo.
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2. OFICINA DE ATENCIÓN CIUDADANA
2.2 Datos estadísticos sobre las consultas
2.2.4.4 Justicia 
Persiste el colapso en un buen número de registros civiles. Las personas y Asociaciones que nos han planteado 
consultas nos comentaban la falta de personal en dichos Registros, que afecta a la accesibilidad, atención 
presencial, telefónica y telemática; provoca demoras en la tramitación de los expedientes matrimoniales, 
de nacionalidad, de rectificación de errores en las inscripciones y de resolución de los recursos. 

La situación es muy desigual, dependiendo del registro civil y de la provincia. La diferencia de tiempo en la 
tramitación (desde que se presenta la solicitud hasta que se resuelve el expediente de nacionalidad y se 
inscribe la misma), puede oscilar de uno y medio a tres años, dependiendo del lugar de residencia.  (Este 
tema fue abordado en la reunión que mantuvimos con las asociaciones de Inmigrantes en Almería y viene 
siendo habitual en las consultas que nos plantean los ciudadanos particulares). 

También son recurrentes las consultas sobre el procedimiento para poder obtener derecho de asistencia 
jurídica gratuita al encontrarse las personas que demandan nuestra intervención en situación de vulnerabilidad 
y no teniendo ingresos suficientes para poder ser asistido por letrados. A muchos de nuestros solicitantes de 
información lo reenviamos a nuestra guía de derechos sobre el derecho de asistencia jurídica gratuita. 

http://www.defensordelpuebloandaluz.es/sobre-el-derecho-de-asistencia-juridica-gratuita
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